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Sentencia 51/2011, de 14 de abril de 20111
En el recurso de amparo núm. 3338-2002, promovido por 

doña Resurrección Galera Navarro, representada por la 
Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega y 
asistida por el Letrado don Francisco Escobar Esteban, contra la 
Sentencia dictada el 13 de diciembre de 2001 por el Juzgado de lo 
Social núm. 3 de Almería en autos por despido núm. 881-2001, y 
contra la Sentencia de 23 de abril de 2002 de la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (con sede en 
Granada), dictada en el recurso de suplicación núm. 486-2002 
interpuesto contra la anterior.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

1. La demandante impugna en el presente recurso de 
amparo la Sentencia de 13 de diciembre de 2001 del Juzgado de 
lo Social núm. 3 de Almería, que desestimó su demanda por 
despido nulo planteada frente a la Administración del Estado, la 
Comunidad Autónoma de Andalucía y el Obispado de Almería, 
así como la Sentencia de 23 de abril de 2002 de la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, que *

BOE núm. 111, de 10 de mayo de 2011

LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 11 -  2011. PAGINAS 311-364 311



FERNANDO AMERIGO

desestimó el recurso de suplicación interpuesto por la 
demandante contra la anterior Sentencia.

Como primera queja, la demandante imputa a la Sentencia 
dictada en suplicación la lesión de su derecho a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE), porque entiende que 
incurre en incongruencia omisiva, al no dar respuesta a las 
cuestiones planteadas en el recurso de suplicación. En segundo 
lugar, aduce la demandante que tanto la Sentencia de instancia 
como la de suplicación han vulnerado sus derechos a no sufrir 
discriminación por sus circunstancias personales (art. 14 CE), y a 
la intimidad personal y familiar (art. 18.1 CE), al haber ratificado 
la decisión de la Administración educativa de no renovar su 
contrato temporal de profesora de religión católica para el curso 
20 0 1/2002, por no haber sido incluida en la propuesta efectuada 
por el Obispado de Almería para dicho curso escolar en razón a 
que había contraído matrimonio civil.

( ...)

3. Descartada así la queja precedente, nos corresponde 
dilucidar si la respuesta judicial a la pretensión de la recurrente 
que se contiene en las Sentencias impugnadas en amparo ponderó 
adecuadamente los derechos fundamentales sustantivos cuya 
vulneración invocaba aquélla en el proceso a quo, y que 
considera lesionados por la decisión del ordinario diocesano de 
no proponerla como profesora de religión para el siguiente curso 
escolar (curso 20 0 1/2002) por haber contraído matrimonio civil, 
lo que determinó la extinción de la relación laboral que venía 
manteniendo con la Administración educativa (decisión ratificada 
en la vía judicial).

En efecto, como se ha señalado antes, las Sentencias 
impugnadas en amparo desestimaron la pretensión de la 
recurrente por apreciar falta de acción, toda vez que los órganos 
judiciales han entendido que no existió despido, sino extinción 
del contrato de trabajo por expiración del tiempo pactado, al no 
ser propuesta la recurrente por el ordinario diocesano para su 
contratación como profesora de religión y moral católicas en el
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siguiente curso académico. Ciertamente, no corresponde a este 
Tribunal determinar si la concreta pretensión de la recurrente 
debe ser calificada o no como una acción de despido, por ser ésta 
una cuestión de legalidad ordinaria que compete exclusivamente 
a los Jueces y Tribunales de la jurisdicción social (art. 117.3 CE). 
Ahora bien, sí nos corresponde examinar, al margen de la 
calificación procesal que corresponda, y desde la perspectiva que 
nos es propia y a la vista de los derechos fundamentales 
concernidos si las Sentencias impugnadas en amparo, que validan 
la decisión del ordinario diocesano, han vulnerado los derechos 
fundamentales sustantivos alegados por la recurrente. En tal 
sentido debe constatarse que la desestimación de la demanda de 
despido de la recurrente por falta de acción aparece ligada a la 
cuestión de fondo que se plantea en la demanda de amparo, como 
aparecía ligada igualmente en su demanda de despido y en las 
propias respuestas dadas a la misma en las Sentencias de la 
jurisdicción social. A ello habremos de responder seguidamente 
al analizar las quejas de la recurrente sobre la vulneración de sus 
derechos a no sufrir discriminación y a la intimidad personal y 
familiar.

Quejas éstas que necesariamente han de abordarse a la luz 
de la doctrina sentada por el Pleno de este Tribunal en la STC 
38/2007, de 15 de febrero, que desestima la cuestión de 
inconstitucionalidad planteada respecto de los párrafos primero y 
segundo del art. III del Acuerdo entre el Estado español y la 
Santa Sede de 3 de enero de 1979, sobre enseñanza y asuntos 
culturales, ratificado por Instrumento de 4 de diciembre de 1979, 
así como respecto del párrafo primero de la disposición adicional 
segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de 
ordenación general del sistema educativo (LOGSE), en la 
redacción dada por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre.

En la STC 38/2007, FJ 5, tras recordar que “es evidente que 
el principio de neutralidad del art. 16.3 CE, como se declaró en 
las SSTC 24/1982, de 13 de mayo, y 340/1993, de 16 de 
noviembre, ‘veda cualquier tipo de confusión entre funciones 
religiosas y estatales’ en el desarrollo de las relaciones de
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cooperación del Estado con la Iglesia Católica y las demás 
confesiones, antes bien sirve, precisamente, a la garantía de su 
separación, ‘introduciendo de este modo una idea de 
aconfesionalidad o laicidad positiva’ (STC 46/2001, de 15 de 
febrero, FJ 4)”, se advierte que:

“El credo religioso objeto de enseñanza ha de ser, por tanto, 
el definido por cada Iglesia, comunidad o confesión, no 
cumpliéndole al Estado otro cometido que el que se corresponda 
con las obligaciones asumidas en el marco de las relaciones de 
cooperación a las que se refiere el art. 16.3 CE. Se sigue de lo 
anterior que también ha de corresponder a las confesiones la 
competencia para el juicio sobre la idoneidad de las personas que 
hayan de impartir la enseñanza de su respectivo credo. Un juicio 
que la Constitución permite que no se limite a la estricta 
consideración de los conocimientos dogmáticos o de las aptitudes 
pedagógicas del personal docente, siendo también posible que se 
extienda a los extremos de la propia conducta en la medida en 
que el testimonio personal constituya para la comunidad religiosa 
un componente defmitorio de su credo, hasta el punto de ser 
determinante de la aptitud o cualificación para la docencia, 
entendida en último término, sobre todo, como vía e instrumento 
para la transmisión de determinados valores. Una transmisión que 
encuentra en el ejemplo y el testimonio personales un 
instrumento que las Iglesias pueden legítimamente estimar 
irrenunciable.”

Y es que, como también señala la citada STC 38/2007, FJ 
9:

“La facultad reconocida a las autoridades eclesiásticas para 
determinar quiénes sean las personas cualificadas para la 
enseñanza de su credo religioso constituye una garantía de 
libertad de las Iglesias para la impartición de su doctrina sin 
injerencias del poder público... En efecto, a partir del 
reconocimiento de la garantía del derecho de libertad religiosa de 
los individuos y las comunidades del art. 16.1 CE no resultaría 
imaginable que las Administraciones públicas educativas
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pudieran encomendar la impartición de la enseñanza religiosa en 
los centros educativos a personas que no sean consideradas 
idóneas por las respectivas autoridades religiosas para ello. Son 
únicamente las Iglesias, y no el Estado, las que pueden 
determinar el contenido de la enseñanza religiosa a impartir y los 
requisitos de las personas capacitadas para impartirla dentro de la 
observancia, como hemos dicho, de los derechos fundamentales y 
libertades públicas y del sistema de valores y principios 
constitucionales. En consecuencia, si el Estado, en ejecución de la 
obligación de cooperación establecida en el art. 16.3 CE, acuerda 
con las correspondientes comunidades religiosas impartir dicha 
enseñanza en los centros educativos, deberá hacerlo con los 
contenidos que las autoridades religiosas determinen y de entre 
las personas habilitadas por ellas al efecto dentro del necesario 
respeto a la Constitución que venimos señalando.”

Por ello mismo, “esta exigencia no puede entenderse que 
vulnere el derecho individual a la libertad religiosa (art. 16.1 CE) 
de los profesores de religión, ni la prohibición de toda obligación 
de declarar sobre su religión (art. 16.2 CE), principios que sólo se 
ven afectados en la estricta medida necesaria para hacerlos 
compatibles con el derecho de las iglesias a la impartición de su 
doctrina en el marco del sistema de educación pública (arts. 16.1 
y 16.3 CE) y con el derecho de los padres a la educación religiosa 
de sus hijos (art. 27.3 CE). Resultaría sencillamente irrazonable 
que la enseñanza religiosa en los centros escolares se llevase a 
cabo sin tomar en consideración como criterio de selección del 
profesorado las convicciones religiosas de las personas que 
libremente deciden concurrir a los puestos de trabajo 
correspondientes, y ello, precisamente, en garantía del propio 
derecho de libertad religiosa en su dimensión externa y colectiva” 
(STC 38/2007, FJ 12).

Asimismo es preciso recordar que las relaciones existentes 
entre los profesores de religión y la Iglesia católica “no son 
estrictamente las propias de una empresa de tendencia, tal y como 
han sido analizadas en diversas ocasiones por este Tribunal, sino 
que configuran una categoría específica y singular, que presenta
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algunas similitudes pero también diferencias respecto de aquélla”, 
de tal suerte que “la condición que deriva de la exigencia de la 
declaración eclesiástica de idoneidad no consiste en la mera 
obligación de abstenerse de actuar en contra del ideario religioso, 
sino que alcanza, de manera más intensa, a la determinación de la 
propia capacidad para impartir la doctrina católica, entendida 
como un conjunto de convicciones religiosas fundadas en la fe. El 
que el objeto de la enseñanza religiosa lo constituya la 
transmisión no sólo de unos determinados conocimientos sino de 
la fe religiosa de quien la transmite, puede, con toda probabilidad, 
implicar un conjunto de exigencias que desbordan las 
limitaciones propias de una empresa de tendencia, comenzando 
por la implícita de que quien pretenda transmitir la fe religiosa 
profese él mismo dicha fe” (STC 38/2007, FJ 10).

Del mismo modo, el sistema de contratación de los 
profesores de religión y moral católicas en los centros educativos 
públicos “no implica la conversión de las Administraciones 
públicas en una empresa de tendencia”. En efecto, “a través de la 
contratación de los profesores de religión las Administraciones 
públicas no desarrollan tendencia ni ideario ideológico alguno, 
sino que ejecutan la cooperación con las Iglesias en materia de 
enseñanza religiosa en los términos establecidos en los acuerdos 
que la regulan y en las normas que la desarrollan, contratando 
para ello a personas que han sido previamente declaradas idóneas 
por las autoridades religiosas respectivas, que son las únicas que, 
desde el principio de aconfesionalidad del Estado, pueden valorar 
las exigencias de índole estrictamente religiosa de tal idoneidad” 
(STC 38/2007, FJ 10). Por ello mismo, la exigencia de la 
idoneidad eclesiástica como requisito de capacidad para el acceso 
a los puestos de trabajo de profesor de religión y moral católicas 
en los centros de enseñanza pública tampoco vulnera el principio 
de interdicción de la arbitrariedad (art. 9.3 CE), toda vez que esa 
exigencia responde “a una justificación objetiva y razonable 
coherente con los principios de aconfesionalidad y neutralidad 
religiosa del Estado” (STC 38/2007, FJ 11).
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4. Ahora bien, como advierte asimismo la STC 38/2007, FJ 
7:

“Este Tribunal declaró ya en su STC 1/1981, de 26 de 
enero, la plenitud jurisdiccional de los Jueces y Tribunales en el 
orden civil, en cuanto exigencia derivada del derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE)... Posteriormente el Tribunal ha 
vuelto a abordar esta cuestión en su STC 6/1997, de 13 de enero, 
reiterando en ella que los efectos civiles de las resoluciones 
eclesiásticas, regulados por la ley civil, son de la exclusiva 
competencia de los Jueces y Tribunales civiles, como 
consecuencia de los principios de aconfesionalidad del Estado 
(art. 16.3 CE) y de exclusividad jurisdiccional (art. 117.3 CE: 
STC 6/1997, de 13 de enero, FJ 6). No cabe, por lo tanto, aceptar 
que los efectos civiles de una decisión eclesiástica puedan 
resultar inmunes a la tutela jurisdiccional de los órganos del 
Estado.”

Por tanto, continúa la STC 38/2007, FJ 7:

“Que la designación de los profesores de religión deba 
recaer en personas que hayan sido previamente propuestas por el 
Ordinario diocesano, y que dicha propuesta implique la previa 
declaración de su idoneidad basada en consideraciones de índole 
moral y religiosa, no implica en modo alguno que tal designación 
no pueda ser objeto de control por los órganos judiciales del 
Estado, a fin de determinar su adecuación a la legalidad, como 
sucede con todos los actos discrecionales de cualquier autoridad 
cuando producen efectos en terceros, según hemos afirmado en 
otros supuestos, bien en relación con la denominada 
‘discrecionalidad técnica’ (STC 86/2004, de 10 de mayo, FJ 3), 
bien en el caso de los nombramientos efectuados por el sistema 
de ‘libre designación’ (STC 235/2000, de 5 de octubre, FFJJ 12 y 
13).

El derecho de libertad religiosa y el principio de neutralidad 
religiosa del Estado implican que la impartición de la enseñanza 
religiosa asumida por el Estado en el marco de su deber de 
cooperación con las confesiones religiosas se realice por las
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personas que las confesiones consideren cualificadas para ello y 
con el contenido dogmático por ellas decidido. Sin embargo, por 
más que haya de respetarse la libertad de criterio de las 
confesiones a la hora de establecer los contenidos de las 
enseñanzas religiosas y los criterios con arreglo a los cuales 
determinen la concurrencia de la cualificación necesaria para la 
contratación de una persona como profesor de su doctrina, tal 
libertad no es en modo alguno absoluta, como tampoco lo son los 
derechos reconocidos en el art. 16 CE ni en ningún otro precepto 
de la Constitución, pues en todo caso han de operar las exigencias 
inexcusables de indemnidad del orden constitucional de valores y 
principios cifrado en la cláusula del orden público constitucional.

En consecuencia... son, precisamente, los órganos 
jurisdiccionales los que deben ponderar los diversos derechos 
fundamentales en juego... En el ejercicio de este control los 
órganos judiciales y, en su caso, este Tribunal Constitucional, 
habrán de encontrar criterios practicables que permitan conciliar 
en el caso concreto las exigencias de la libertad religiosa 
(individual y colectiva) y el principio de neutralidad religiosa del 
Estado con la protección jurisdiccional de los derechos 
fundamentales y laborales de los profesores.

Así, y sin pretensión de ser exhaustivos, resulta claro que, 
en primer lugar, los órganos judiciales habrán de controlar si la 
decisión administrativa se ha adoptado con sujeción a las 
previsiones legales a las que se acaba de hacer referencia, es 
decir, en lo esencial, si la designación se ha realizado entre las 
personas que el Diocesano ordinario ha propuesto para ejercer 
esta enseñanza y, dentro de las personas propuestas, en 
condiciones de igualdad y con respeto a los principios de mérito y 
capacidad. O, en sentido negativo... habrán de analizar las 
razones de la falta de designación de una determinada persona y, 
en concreto, si ésta responde al hecho de no encontrarse la 
persona en cuestión incluida en la relación de las propuestas a tal 
fin por la autoridad eclesiástica, o a otros motivos igualmente 
controlables. Mas allá de este control de la actuación de la 
autoridad educativa, los órganos judiciales competentes habrán de
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analizar también si la falta de propuesta por parte del Ordinario 
del lugar responde a criterios de índole religiosa o moral 
determinantes de la inidoneidad de la persona en cuestión para 
impartir la enseñanza religiosa, criterios cuya definición 
corresponde a las autoridades religiosas en virtud del derecho de 
libertad religiosa y del principio de neutralidad religiosa del 
Estado, o si, por el contrario, se basa en otros motivos ajenos al 
derecho fundamental de libertad religiosa y no amparados por el 
mismo. En fin, una vez garantizada la motivación estrictamente 
‘religiosa’ de la decisión, el órgano judicial habrá de ponderar los 
eventuales derechos fundamentales en conflicto a fin de 
determinar cuál sea la modulación que el derecho de libertad 
religiosa que se ejerce a través de la enseñanza de la religión en 
los centros escolares pueda ocasionar en los propios derechos 
fundamentales de los trabajadores en su relación de trabajo.”

5. Como ya ha quedado señalado, en la demanda de amparo 
se aduce por la recurrente que tanto la Sentencia de instancia 
como la de suplicación, al confirmar la decisión de la 
Administración educativa de no renovar su contrato laboral como 
profesora de religión católica, con fundamento en la propuesta 
efectuada al efecto por el ordinario diocesano, vulneraron sus 
derechos a no ser discriminada por razón de las circunstancias 
personales (art. 14 CE) y a la intimidad personal y familiar (art. 
18.1 CE). Esa vulneración de derechos de la recurrente en amparo 
se habría producido porque las Sentencias impugnadas 
desestiman la pretensión de nulidad de despido formulada en el 
proceso partiendo de la inasumible premisa de considerar que las 
propuestas realizadas por el ordinario diocesano del lugar en 
virtud de lo dispuesto en el art. III del Acuerdo entre el Estado 
español y la Santa Sede de 3 de enero de 1979, sobre enseñanza y 
asuntos culturales, no están sometidas a control alguno por parte 
de los Jueces y Tribunales del Estado español, por cuanto el 
ordinario diocesano tiene libertad absoluta para proponer a quien 
considere conveniente para impartir clases como profesor de 
religión católica.

LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 11 -2011. PÁGINAS 311-364 319



FERNANDO AMERIGO

La recurrente reconoce expresamente que la facultad de 
propuesta del ordinario diocesano para la contratación de 
profesores de religión católica en cada curso escolar por la 
Administración educativa forma parte del contenido del derecho a 
la libertad religiosa protegido por el art. 16 CE, pero sostiene que 
no se trata de un derecho absoluto o incondicionado, sino que su 
ejercicio debe respetar los restantes derechos fundamentales y 
libertades públicas garantizados constitucionalmente, por lo que 
los Jueces y Tribunales españoles pueden y deben controlar si las 
concretas propuestas efectuadas por la jerarquía eclesiástica, y 
asumidas por la Administración educativa competente, respetan 
los derechos fundamentales de los profesores de religión 
afectados por una decisión adoptada por una autoridad 
eclesiástica en el marco de un tratado internacional que forma 
parte del ordenamiento jurídico español en virtud del art. 96 CE.

En consecuencia, aun admitiendo también la recurrente que 
la relación laboral de los profesores de religión y moral católica 
con la Administración educativa es especial y de carácter 
temporal (como se afirma en las Sentencias impugnadas), por 
depender de la propuesta que anualmente realiza el ordinario 
diocesano para cada curso académico, en el marco de lo dispuesto 
en el citado art. III del Acuerdo entre el Estado español y la Santa 
Sede de 3 de enero de 1979, sobre enseñanza y asuntos culturales, 
y restantes disposiciones aplicables, sostiene la recurrente que las 
Sentencias impugnadas debieron declarar como despido nulo la 
no renovación de su contrato laboral de profesora de religión 
católica, pues tal decisión de la Administración educativa trae 
causa de una propuesta del Obispado de Almería lesiva de la 
dignidad personal (art. 10.1 CE) de la recurrente y de sus 
derechos a la intimidad personal y familiar (art. 18.1 CE) y a no 
sufrir discriminación (art. 14 CE), pues está plenamente 
acreditado que no fue propuesta por el Obispado de Almería para 
seguir impartiendo clases como profesora de religión católica en 
el siguiente curso académico (curso 2001/2002) por haber 
contraído matrimonio civil, lo que constituye un móvil 
discriminatorio por razón de circunstancias personales.
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6. Resulta incuestionable a la vista del relato de hechos 
probados de la Sentencia de instancia —confirmada íntegramente 
por la de suplicación— que la razón por la que el ordinario 
diocesano de Almería incluyó a la demandante de amparo en la 
relación de profesores de religión de enseñanza primaria que, 
habiendo prestado servicios como tales en el curso escolar 
2000/2001, no son propuestos para el siguiente curso, fue el haber 
tenido conocimiento de que la demandante había contraído 
matrimonio civil con persona divorciada, circunstancia que se 
juzga incoherente con la doctrina de la Iglesia católica respecto 
del matrimonio. De conformidad con dicha propuesta del 
Obispado, el Ministerio de Educación no suscribió con la 
demandante contrato de trabajo para la prestación por ésta de 
servicios como profesora de religión católica en el curso 
2001/2002.

Pues bien, teniendo en cuenta la doctrina constitucional 
expuesta, no puede compartirse la afirmación que se contiene en 
la Sentencia de instancia en cuanto a que del art. III del Acuerdo 
entre la Santa Sede y el Estado Español de 3 de enero de 1979, 
sobre enseñanza y asuntos culturales, y de la disposición 
adicional segunda de la LOGSE y restante normativa específica 
que regula la enseñanza de la religión católica en centros 
docentes, se deduzca que las propuestas realizadas por el 
ordinario del lugar a la Administración educativa para los 
nombramientos de profesores de religión católica en cada curso 
escolar no “estén sometidas a control alguno por parte del Estado 
Español, pues la Autoridad académica viene obligada a nombrar 
como profesores de religión y moral católica a las personas 
propuestas por el Obispado, el cual tiene absoluta libertad para 
proponer en cada curso escolar a quien considere conveniente”.

Antes al contrario, como hemos señalado claramente en 
nuestra STC 38/2007, FJ 7, en relación con el art. III del Acuerdo 
sobre enseñanza y asuntos culturales de 3 de enero de 1979 entre 
el Estado español y la Santa Sede, y a la disposición adicional 
segunda de la LOGSE, que contienen la regulación fundamental 
sobre la enseñanza de la religión católica en los centros docentes,
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es lo cierto que nada de lo establecido en dichas normas en 
cuanto a que la designación de los profesores de religión deba 
recaer en personas previamente propuestas por el ordinario 
diocesano (y que dicha propuesta esté basada en consideraciones 
de índole moral y religiosa), conlleva exclusión alguna de la 
potestad jurisdiccional de los Jueces y Tribunales españoles, de 
conformidad con los arts. 24.1 y 117.3 CE, en relación con el 
principio de aconfesionalidad del Estado (art. 16.3 CE). En 
consecuencia, no resulta acorde con esta exigencia de plenitud 
jurisdiccional en cuanto al control de los efectos civiles de una 
decisión eclesiástica (SSTC 1/1981, FJ 11; 6/1997, FJ 7; y 
38/2007, FJ 7), la premisa de la que parte la Sentencia de 
instancia al afirmar que las propuestas realizadas por el ordinario 
diocesano a la Administración educativa para los nombramientos 
de profesores de religión católica no están sometidas a control 
alguno por parte del Estado español.

Cierto es que en la Sentencia de instancia se afirma también 
que, aun si se admitiese (“a meros efectos dialécticos”) que la no 
renovación del contrato de la demandante pudiera equipararse a 
un despido por supuesta vulneración de derechos fundamentales, 
“en el supuesto que nos ocupa no ha existido discriminación ni 
violación de cualquier otro derecho fundamental de la 
demandante por el hecho de no haber sido propuesta para dar 
clases de religión católica en el presente curso escolar por haber 
contraído matrimonio civil con una persona divorciada”, pues se 
trata de una relación laboral objetivamente especial que se 
caracteriza por la confianza que requiere el trabajo encomendado, 
por lo que es lógico que no se produzca la propuesta si quien 
tiene atribuida legalmente la competencia para efectuarla —la 
jerarquía eclesiástica— “ha perdido la confianza en la actora para 
impartir clases de religión católica porque considera que por el 
hecho de haber contraído matrimonio civil se ha apartado de la 
doctrina de la Iglesia católica”.

Sin embargo, no cabe entender que este razonamiento 
judicial satisfaga las exigencias de ponderación de los derechos 
fundamentales en conflicto, pues, al margen de que no constituye
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ratio decidendi del fallo (como lo prueba, por lo demás, la 
advertencia de que se trata de una hipótesis que se plantea el 
órgano judicial “a meros efectos dialécticos”), es lo cierto que tal 
razonamiento viene a negar apodícticamente que este tipo de 
decisiones eclesiásticas adoptadas en el marco del art. III del 
Acuerdo sobre enseñanza y asuntos culturales de 3 de enero de 
1979 entre el Estado español y la Santa Sede puedan vulnerar los 
derechos fundamentales y laborales de los profesores de religión 
afectados, partiendo del presupuesto constitucionalmente 
inadmisible de que tales decisiones del ordinario diocesano 
vinculan a la Administración educativa y no son susceptibles de 
revisión por los Jueces y Tribunales españoles.

Por la misma razón, menos aún podemos compartir la 
premisa sobre la que se asienta la fundamentación de la Sentencia 
dictada en el recurso de suplicación, en cuanto afirma que las 
cuestiones suscitadas por la recurrente acerca de si la propuesta 
del Obispado de Almería contraria a la renovación del contrato 
como profesora de religión por haber contraído matrimonio civil 
es susceptible de control jurisdiccional, y si dicha propuesta del 
Obispado —aceptada por la Administración educativa— vulneró 
los derechos fundamentales de la recurrente, son extrañas a la 
pretensión de nulidad de despido ejercitada. De este modo, la 
Sentencia de suplicación se desentiende por completo de la 
dimensión constitucional de la controversia sometida a su 
enjuiciamiento, que reduce a una cuestión de mera aplicación del 
precepto legal que regula la extinción de los contratos de trabajo 
de duración determinada por vencimiento del plazo pactado.

En definitiva, las Sentencias impugnadas se han abstenido 
de ponderar los diversos derechos fundamentales en juego, 
limitándose a enjuiciar el conflicto planteado desde una 
perspectiva de estricta legalidad, desestimando la pretensión de la 
demandante de que se declarase como despido nulo la no 
renovación de su contrato de profesora de religión, por considerar 
que carece de acción, toda vez que los órganos judiciales han 
entendido que no ha existido despido, sino meramente una 
extinción de contrato de trabajo temporal por expiración del
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tiempo convenido [art. 49.1 c) LET], como consecuencia de una 
decisión del ordinario diocesano, vinculante para la 
Administración educativa y no susceptible de control 
jurisdiccional.

Una fimdamentación como la reseñada en las Sentencias 
impugnadas, presidida por la insostenible tesis (rechazada por 
nuestra STC 38/2007, FJ 7) de la inmunidad jurisdiccional de las 
decisiones de la autoridad eclesiástica adoptadas en el marco del 
art. III del Acuerdo sobre enseñanza y asuntos culturales de 3 de 
enero de 1979 entre el Estado español y la Santa Sede, no 
satisface, como ya hemos señalado, las exigencias 
constitucionales de ponderación de los derechos fundamentales 
en conflicto, lo que conduce al otorgamiento del amparo, en los 
términos que más adelante se precisarán.

(...)

8. En consecuencia, el enjuiciamiento por parte de este 
Tribunal ha de atender a resolver el conflicto entre los derechos 
fundamentales afectados, determinando si ha existido la 
vulneración denunciada por la demandante, atendiendo al 
contenido que constitucionalmente corresponda a cada uno de 
esos derechos.

Como ha quedado expuesto, la demandante considera que 
la decisión del Obispado de Almería, asumida por la 
Administración educativa —y confirmada en vía judicial— de no 
renovar su relación laboral como profesora de religión y moral 
católica vulneró sus derechos a no sufrir discriminación por razón 
de las circunstancias personales (art. 14 CE) y a la intimidad 
personal y familiar (art. 18.1 CE), pues constituye una represalia 
de la jerarquía eclesiástica por haber contraído matrimonio civil 
con un ciudadano alemán divorciado, represalia que, en opinión 
de la recurrente, no puede escudarse legítimamente en la libertad 
religiosa (art. 16 CE) del Obispado, pues si bien es cierto que la 
facultad de propuesta del Obispado en la materia que nos ocupa 
forma parte del contenido del derecho a la libertad religiosa, no lo
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es menos que este derecho ha de respetar los derechos 
fundamentales de los profesores de religión y moral católica.

Así planteada la queja de la demandante de amparo, debe 
advertirse que la lesión que invoca de sus derechos a no sufrir 
discriminación por razón de las circunstancias personales y a la 
intimidad personal y familiar se encuentra estrechamente 
conectada con el derecho a la libertad ideológica (art. 16.1 CE), 
como advierte el Ministerio Fiscal en sus alegaciones, pues lo que 
está en discusión es el derecho de la demandante a contraer 
libremente matrimonio con quien desee, no estando de más 
recordar que “la posibilidad de optar entre el estado civil de 
casado o el de soltero está íntimamente vinculada al libre 
desarrollo de la personalidad (art. 10.1 de la Constitución)” (STC 
184/1990, de 15 de noviembre, FJ 3), sin que el ejercicio de este 
derecho pueda verse limitado por otros condicionamientos que 
los que resulten de las normas de orden público interno.

En tal sentido ha de tenerse en cuenta, examinando los 
derechos en conflicto, que el art. 32.1 CE proclama (en 
coherencia con los acuerdos internacionales sobre derechos 
humanos: art. 16 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, art. 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, art. 10 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, art. 12 del Convenio Europeo 
para la protección de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales y Convención de Naciones Unidas de 15 de abril 
de 1969 sobre consentimiento para el matrimonio), que el 
“hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con 
plena igualdad jurídica”, regla que supone una manifestación 
específica del principio de igualdad de todos los ciudadanos ante 
la ley (art. 14 CE), como ya señalamos en la STC 159/1989, de 6 
de octubre, FJ 5, y hemos reiterado en STC 39/2002, de 14 de 
febrero, FJ 5.

Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(TEDH) tiene declarado, como nos recuerda la STEDH de 13 de 
septiembre de 2005 asunto B. y L. contra Reino Unido, § 34, que

LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 11 -  2011. PÁGINAS 311-364 325



FERNANDO AMERIGO

el ejercicio del derecho fundamental al matrimonio y a fundar una 
familia, garantizado por el art. 12 del Convenio Europeo para la 
protección de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales (CEDH) “plantea consecuencias sociales, 
personales y legales. Está sujeto a las legislaciones nacionales de 
los Estados contratantes, pero las limitaciones en ellas 
introducidas no deben restringir o reducir el derecho de tal 
manera o hasta tal punto que perjudiquen la esencia del derecho 
(véase Sentencia Rees contra el Reino Unido de 17 octubre 1986, 
§ 50, y Sentencia F. contra Suiza de 18 diciembre 1987, § 32)”.

Asimismo debe recordarse que la conexión entre el derecho 
al respeto a la vida privada y familiar garantizado por el art. 8 
CEDH (que se corresponde con el derecho a la intimidad personal 
y familiar proclamado por el art. 18.1 CE) y el derecho a contraer 
matrimonio reconocido por el art. 12 CEDH (que se corresponde 
con el art. 32.1 CE) ha sido reconocida reiteradamente por el 
TEDH (entre otras, SSTEDH de 17 de octubre de 1986, asunto 
Rees contra Reino Unido; 11 de julio de 2002, asunto I. contra 
Reino Unido; y 18 de abril de 2006, asunto Dickson contra Reino 
Unido); que asimismo ha reconocido (por todas, STEDH de 18 de 
diciembre de 1986, asunto Johnston contra Irlanda) la relación 
existente entre los referidos derechos y la prohibición de 
discriminación proclamada por el art. 14 CEDH (en términos 
similares al art. 14 CE).

A su vez, este Tribunal tiene reiteradamente señalado “que 
el derecho a la intimidad personal, consagrado en el art. 18.1 CE, 
se configura como un derecho fundamental estrictamente 
vinculado a la propia personalidad y que deriva, sin ningún 
género de dudas, de la dignidad de la persona que el art. 10.1 CE 
reconoce” (SSTC 170/1997, de 14 de octubre, FJ 4; 231/1988, de 
1 de diciembre, FJ 3; 197/1991, de 17 de octubre, FJ 3; 57/1994, 
de 28 de febrero, FJ 5; 143/1994, de 9 de mayo, FJ 6; 207/1996, 
de 16 de diciembre, FJ 3; 202/1999, de 8 de noviembre, FJ 2; y 
186/2000, de 10 de julio, FJ 5, entre otras muchas). Siendo 
asimismo doctrina consolidada de este Tribunal que la virtualidad 
del art. 14 CE no se agota en la cláusula general de igualdad con
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la que se inicia su contenido, sino que a continuación el precepto 
constitucional se refiere a la prohibición de una serie de motivos 
o razones concretos de discriminación, lo que no implica el 
establecimiento de una lista cerrada de supuestos de 
discriminación (STC 75/1983, de 3 de agosto, FJ 6), pero sí 
representa una explícita interdicción de determinadas diferencias 
históricamente muy arraigadas y que han situado, tanto por la 
acción de los poderes públicos como por la práctica social, a 
sectores de la población en posiciones, no sólo desventajosas, 
sino contrarias a la dignidad de la persona que reconoce el art.
10.1 CE (SSTC 128/1987, de 16 de julio, FJ 5; 166/1988, de 26 
de septiembre, FJ 2; 145/1991, de 1 de julio, FJ 2; y 200/2001, de 
4 de octubre, FJ 4).

9. En desarrollo del art. 32.1 CE, así como del art. 149.1.8 
CE, que establece como competencia exclusiva del Estado las 
relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, el 
Código civil (art. 49 y ss.), tras la reforma introducida por la Ley 
30/1981, de 7 de julio, regula el derecho de los ciudadanos 
españoles a contraer matrimonio, tanto en forma civil (ante el 
Juez, Alcalde o funcionario establecido en el Código civil) como 
en forma religiosa (sea la católica, según las normas del Derecho 
canónico, sea la prevista por otra confesión religiosa inscrita).

En el caso que nos ocupa, la demandante de amparo, en el 
legítimo ejercicio de su derecho a la libre elección de cónyuge, 
contrajo matrimonio civil con persona cuyo estado civil era el de 
divorciado. No ha existido, pues, obstáculo alguno para que la 
demandante ejerciese su derecho constitucional a contraer 
matrimonio en condiciones de plena libertad e igualdad (arts. 14 
y 32.1 CE), derecho que, como también hemos tenido ocasión de 
precisar (SSTC 222/1992, de 11 de diciembre, FJ 5; y 47/1993, 
de 8 de febrero, FJ 4), “no es ... un derecho de ejercicio 
individual, pues no hay matrimonio sin consentimiento mutuo 
(art. 45 del Código civil)”. Ahora bien, lo que aquí se discute no 
es, claro está, que la demandante haya podido ejercer libremente 
su ius connubii, sino si la reacción del Obispado de Almería al 
ejercicio por parte de la demandante de su derecho a contraer
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matrimonio con la persona elegida (reacción que ha determinado 
a la postre la pérdida de su puesto de trabajo como profesora de 
religión y moral católicas) puede entenderse lesiva de los 
derechos fundamentales de aquélla.

En efecto, la cuestión que debemos resolver, a la luz de la 
doctrina sentada en la citada STC 38/2007 es si la decisión del 
Obispado de Almería de no proponer a la demandante de amparo 
como profesora de religión y moral católicas para el curso 
2001/2002, haciendo así desaparecer el presupuesto esencial de 
idoneidad que le permitía seguir desempeñando ese trabajo 
mediante una nueva contratación por parte de la Administración 
educativa española, encuentra cobertura, como sostienen el 
Abogado del Estado y el Obispado de Almería, en el derecho 
fundamental a la libertad religiosa, en su dimensión colectiva o 
comunitaria, de la Iglesia católica (art. 16.1 CE), en relación con 
el deber de neutralidad religiosa del Estado (art. 16.3 CE), o si, 
por el contrario, tal decisión de la jerarquía eclesiástica vulnera el 
derecho fundamental de la demandante a la libertad ideológica 
(art. 16.1 CE) en conexión con su derecho a contraer matrimonio 
en la forma y condiciones establecidas en la ley (art. 32 CE), y 
asimismo en relación con su derecho a no sufrir discriminación 
por razón de sus circunstancias personales (art. 14 CE), y su 
derecho a la intimidad personal y familiar (art. 18.1 CE), que se 
configura como un derecho fundamental vinculado a la dignidad 
de la persona y al libre desarrollo de la propia personalidad (art.
10.1 CE), como ya ha quedado señalado (SSTC 202/1999, de 8 
de noviembre, FJ 2, y 186/2000, de 10 de julio, FJ 5, por todas).

10. La razón por la que la demandante no fue propuesta 
como profesora de religión y moral católicas para el curso 
2001/2002 no fue otra, según consta en el relato de hechos 
probados de las Sentencias impugnadas, que la circunstancia de 
haber tenido conocimiento el Obispado de Almería de que había 
contraído matrimonio civil con un divorciado, extremo que fue 
confirmado por la propia demandante al delegado diocesano en 
una entrevista mantenida con éste en mayo de 2001, en la que el 
delegado diocesano le manifestó que, en caso de persistir la
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situación creada, no sería propuesta como profesora de religión y 
moral católicas para el siguiente curso escolar, por considerar que 
su postura contradecía la doctrina de la Iglesia católica sobre el 
matrimonio, tomándose efectivamente por el Obispado al mes 
siguiente la decisión de no proponerla por tal motivo a la 
Administración educativa para su contratación como profesora de 
religión católica en el curso 2001/2002, lo que determinó que la 
demandante dejase de prestar servicios como profesora de 
religión católica al concluir el curso 2000/2001.

En efecto, conviene recordar que, conforme al relato de 
hechos probados de la Sentencia del Juzgado de lo Social (que se 
mantiene inalterado en la Sentencia de suplicación), la 
demandante había venido prestando servicios como profesora de 
religión y moral católicas durante sucesivos cursos en colegios 
públicos dependientes de la Consejería de Educación de la Junta 
de Andalucía, al ser propuesta a tal efecto por el Obispado de 
Almería al comienzo de cada curso escolar, situación que se vio 
truncada en el curso 2001/2002 tras la entrevista sostenida en 
mayo de 2001 con el delegado diocesano a que se ha hecho 
mención, por la razón de haber contraído la demandante 
matrimonio civil el 1 de septiembre de 2000 (esto es, después de 
que se propusiera por el Obispado la renovación de su contrato 
laboral para el curso 2000/2001) con un hombre divorciado, y 
ello pese a que la demandante había manifestado en la entrevista 
al delegado diocesano que su marido iba a solicitar la nulidad de 
su anterior matrimonio (nulidad que les permitiría contraer 
matrimonio canónico).

Resulta así que la decisión del Obispado de Almería de no 
proponer a la demandante como profesora de religión y moral 
católicas para el curso 2001/2002 responde a una razón cuya 
caracterización como de índole religiosa y moral no puede ser 
negada, la cual, a juicio de la autoridad eclesiástica, resulta 
determinante de su falta de idoneidad para impartir dicha 
enseñanza, como consecuencia de la discordancia de la conducta 
de la demandante de amparo con los postulados definitorios del 
credo religioso de la Iglesia católica en relación con el
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matrimonio. Como ponen de relieve en sus alegaciones el 
Abogado del Estado y el Obispado de Almería, es notoria la 
importancia que el matrimonio tiene en la doctrina moral católica, 
y asimismo, desde la perspectiva del Derecho canónico, resulta 
que el católico que contrae matrimonio civil no da testimonio de 
vida cristiana, dada la inseparabilidad entre contrato y sacramento 
(canon 1055.2 del Código de Derecho canónico), por lo que 
existe en el presente caso una razón religiosa o moral en el 
sentido del canon 805 del Código de Derecho canónico, 
amparada en la libertad religiosa (art. 16.1 CE) del Obispado, 
como fundamento de la decisión cuestionada.

Como ya hemos declarado, corresponde a las autoridades 
religiosas en virtud del derecho de libertad religiosa y del 
principio de neutralidad religiosa del Estado la definición del 
propio credo religioso, así como el concreto juicio de idoneidad 
sobre las personas que han de impartir la enseñanza de dicho 
credo, permitiendo la Constitución que este juicio “no se limite a 
la estricta consideración de los conocimientos dogmáticos o de 
las aptitudes pedagógicas del personal docente”, sino también 
“que se extienda a los extremos de la propia conducta en la 
medida en que el testimonio personal constituya para la 
comunidad religiosa un componente definitorio de su credo, hasta 
el punto de ser determinante de la aptitud o cualificación para la 
docencia” (STC 38/2007, de 15 de febrero, FJ 7). Por el 
contrario, como el Abogado del Estado pone de manifiesto en su 
escrito de alegaciones, no existe dato alguno que permita afirmar 
que en este caso la no propuesta de la demandante de amparo 
como profesora de religión y moral católicas se haya debido a 
motivos o criterios ajenos al derecho fundamental de libertad 
religiosa de la Iglesia católica.

11. Una vez acreditado en este caso que la falta de 
propuesta del ordinario diocesano del lugar ha obedecido a 
criterios de índole religiosa o moral, cuya definición corresponde 
a las autoridades religiosas en ejercicio del derecho de libertad 
religiosa y del principio de neutralidad religiosa del Estado (art.
16.1 y 3 CE), es decir, una vez garantizada la motivación
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estrictamente religiosa de la decisión de no proponer a la 
demandante de amparo como profesora de religión y moral 
católicas, es necesario a continuación, de conformidad con la 
doctrina de la que hemos dejado constancia con anterioridad, 
“ponderar los eventuales derechos fundamentales en conflicto a 
fin de determinar cuál sea la modulación que el derecho a la 
libertad religiosa que se ejerce a través de la enseñanza de la 
religión en los centros escolares pueda ocasionar en los propios 
derechos fundamentales de los trabajadores en su relación de 
trabajo” (STC 38/2007, FJ 7). En este sentido, hemos declarado 
que los órganos judiciales y, en su caso, este Tribunal 
Constitucional, “habrán de encontrar criterios practicables que 
permitan conciliar en el caso concreto las exigencias de la 
libertad religiosa (individual y colectiva) y el principio de 
neutralidad religiosa del Estado con la protección jurisdiccional 
de los derechos fundamentales y laborales de los profesores” 
(ibidem).

Valga recordar al respecto que el art. 6 de la Ley Orgánica 
7/1980, de 5 de julio, de libertad religiosa, reconoce la facultad de 
las iglesias, confesiones y comunidades religiosas inscritas para 
establecer su propio régimen de personal a su servicio, pudiendo 
incluir en su regulación cláusulas de salvaguarda de su identidad 
religiosa y de debido respeto a sus creencias, pero siempre dentro 
“del respeto de los derechos y libertades reconocidos por la 
Constitución y, en especial, de los de libertad, igualdad y no 
discriminación”. Ciertamente, si el régimen del personal propio 
de la Iglesia católica ha de respetar, como no puede ser de otro 
modo, los derechos y libertades constitucionalmente 
garantizados, con mayor razón deben ser respetados los derechos 
fundamentales de los profesores de religión y moral católica, 
cuya vinculación contractual lo es, sin perjuicio de la facultad de 
propuesta del diocesano del lugar, con las Administraciones 
educativas titulares de los centros docentes mediante un contrato 
laboral (STC 38/2007, FJ 8).

12. Pues bien, ante todo debemos advertir que la renuncia 
por parte de los órganos judiciales a realizar la debida y requerida
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ponderación entre los derechos fundamentales en conflicto de los 
profesores de religión con el derecho de libertad religiosa de la 
autoridad eclesiástica, o una ponderación inadecuada a las 
circunstancias del caso, supone per se una vulneración de 
aquellos derechos. Tal acontece en el presente caso, pues, como 
ya quedó señalado, las Sentencias impugnadas en amparo niegan 
la posibilidad de control jurisdiccional de la decisión de la 
autoridad eclesiástica, y eluden, en consecuencia, la ponderación 
de los derechos fundamentales de la demandante (derecho a la 
libertad ideológica, en conexión con su derecho a contraer 
matrimonio en la forma y condiciones establecidas en la ley, y 
asimismo en relación con los derechos a no sufrir discriminación 
por razón de las circunstancias personales y a la intimidad 
personal y familiar), con el derecho a la libertad religiosa (art.
16.1 y 3 CE) del Obispado de Almería.

A ello se añade que la razón aducida por el Obispado de 
Almería para justificar su decisión de no proponer a la 
demandante para ser contratada por la Administración educativa 
como profesora de religión y moral católicas en el curso 
2001/2002, esto es, haber contraído matrimonio civil con persona 
divorciada, no guarda relación con la actividad docente 
desempeñada de la demandante (como acertadamente señala el 
Ministerio Fiscal en sus alegaciones), pues no afecta a sus 
conocimientos dogmáticos o a sus aptitudes pedagógicas, sino 
que se fundamenta, como ya quedó señalado, en un criterio de 
índole religiosa o moral, en cuanto el Obispado de Almería 
considera que la decisión de la demandante de contraer 
matrimonio en forma civil puede afectar al ejemplo y testimonio 
personal de vida cristiana que le es exigióle según la doctrina 
católica respecto del matrimonio. Sin embargo, este criterio 
religioso no puede prevalecer, por sí mismo, sobre los derechos 
fundamentales de la demandante en su relación laboral como 
profesora de religión y moral católica, por las razones que 
seguidamente se exponen.

Conviene recordar que “los profesores de religión ... 
disfrutarán de los derechos fundamentales y legales que como
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trabajadores tienen reconocidos en nuestro ordenamiento de 
manera irrenunciable, desde un criterio de máxima equiparación, 
bien que con las modulaciones que resultan de la singularidad de 
la enseñanza religiosa”(STC 38/2007, FJ 13), siendo así que en el 
presente caso la circunstancia de que la demandante hubiese 
contraído matrimonio civil aparece por completo desvinculada de 
su actividad docente, pues no se le imputa en modo alguno por el 
Obispado de Almería que en sus enseñanzas como profesora de 
religión y moral católicas haya incurrido en la más mínima 
desviación de los contenidos de tales enseñanzas establecidos por 
la Iglesia católica (lo que excluye, a su vez, cualquier posible 
afectación del derecho de los padres a la educación religiosa de 
sus hijos que garantiza el art. 27.3 CE), sino que la falta de 
coherencia con la doctrina católica sobre el matrimonio que le 
reprocha el Obispado a la demandante lo es en relación con una 
decisión tomada por ésta en el legítimo ejercicio de su derecho a 
contraer matrimonio, derecho que implica la consiguiente libertad 
de elección del cónyuge (elección que, dadas las circunstancias 
concurrentes, obligaba a acogerse necesariamente a la forma civil 
del matrimonio). Y todo ello sin que en ningún momento se 
afirme, por otra parte, que en su actividad docente como 
profesora de religión la demandante hubiese cuestionado la 
doctrina de la Iglesia católica en relación con el matrimonio, o 
realizado apología del matrimonio civil, ni conste tampoco en 
modo alguno que la demandante hubiere hecho exhibición 
pública de su condición de casada con una persona divorciada 
(constando, por el contrario, que la demandante manifestó al 
delegado diocesano su disposición de acomodar su situación 
conyugal a la ortodoxia católica, dado que su marido pretendía 
solicitar la nulidad de su anterior matrimonio).

La decisión de la demandante de casarse en la forma civil 
legalmente prevista con la persona elegida queda así, en 
principio, en la esfera de su intimidad personal y familiar, de 
suerte que la motivación religiosa de la decisión del Obispado de 
Almería de no proponerla como profesora de religión para el 
siguiente curso escolar (por haber contraído matrimonio sin
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ajustarse a las normas del Derecho canónico) no justifica, por sí 
sola, la inidoneidad sobrevenida de la demandante para impartir 
la enseñanza de religión y moral católicas, pues esa decisión 
eclesial no puede prevalecer sobre el derecho de la demandante a 
elegir libremente (dentro del respeto a las reglas de orden público 
interno español) su estado civil y la persona con la que desea 
contraer matrimonio, lo que constituye una opción estrechamente 
vinculada al libre desarrollo de la personalidad y a la dignidad 
humana (art. 10.1 CE), como recuerda la citada STC 184/1990, 
de 15 de noviembre, FJ 3. Máxime cuando, según se desprende 
de las actuaciones, la demandante, a la sazón de estado civil 
soltera, no tenía otra opción que acogerse a la forma civil 
legalmente establecida si quería contraer matrimonio con el 
hombre elegido, dado que éste se hallaba divorciado de su 
anterior cónyuge, pero no había obtenido la nulidad canónica de 
ese matrimonio.

Entenderlo de otro modo conduciría a la inaceptable 
consecuencia, desde la perspectiva constitucional, de admitir que 
quien, como en el caso de la demandante, no tiene impedimento 
alguno para contraer matrimonio en forma canónica, pero desea 
casarse con persona que sí lo tiene y no puede hacerlo en dicha 
forma religiosa por sus circunstancias personales, se vea obligada 
a elegir entre renunciar a su derecho constitucional a contraer 
matrimonio con la persona elegida o asumir el riesgo cierto de 
perder su puesto de trabajo como docente de religión y moral 
católicas, aun en el caso de guardar reserva sobre su situación 
personal, lo que supondría otorgar a la libertad religiosa una 
prevalencia absoluta sobre la libertad individual, conclusión que 
hemos rechazado expresamente en la STC 38/2007, FJ 7, al 
declarar que a los órganos judiciales y, en su caso, a este 
Tribunal, corresponde encontrar criterios practicables que 
permitan conciliar en el caso concreto las exigencias de la 
libertad religiosa y el principio de neutralidad religiosa del Estado 
con la protección de los derechos fundamentales de los profesores 
de religión y moral católica.
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Procede, en consecuencia, el otorgamiento del amparo por 
vulneración de los derechos a no sufrir discriminación por razón 
de las circunstancias personales, a la libertad ideológica, en 
conexión con el derecho a contraer matrimonio en la forma 
legalmente establecida, y a la intimidad personal y familiar, lo 
que conlleva la declaración de nulidad de las Sentencias 
impugnadas, que ratificaron la decisión del Obispado de Almería 
de no proponer a la demandante como profesora de religión y 
moral católicas para el curso 2001/2002 (lo que, en efecto, 
determinó que no fuera contratada por la autoridad académica) 
sin ponderar si esa decisión vulneraba los derechos 
fundamentales de la demandante; debiendo retrotraerse las 
actuaciones al momento anterior a pronunciarse la Sentencia del 
Juzgado de lo Social para que dicte éste una nueva Sentencia en 
la que, partiendo inexcusablemente de la ponderación (y de su 
resultado) entre los derechos fundamentales en conflicto que 
acaba de establecerse en la presente Sentencia de acuerdo con la 
doctrina sentada en la STC 38/2007, resuelva sobre la decisión de 
no renovar el contrato de la demandante de amparo como 
profesora de religión y moral católicas para el curso 2001/2002.

Símbolos religiosos
Sentencia 34/2011, de 28 de marzo de 20112

En el recurso de amparo núm. 5701-2006, promovido por 
don José Antonio Bosch Valero, representado por el Procurador 
de los Tribunales don Carlos Gómez-Villaboa y Mandri, contra la 
Sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso- 
Administrativo con sede en Sevilla del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía de 25 de abril de 2006, que confirma en 
apelación la dictada por el Juzgado de lo Contencioso- 
Administrativo núm. 1 de Sevilla, de 21 de marzo de 2005, 
desestimatoria del recurso contencioso-administrativo núm. 462- 
2004 interpuesto contra la Orden del Consejero de Justicia y

2 BOE núm. 101, de 28 de abril de 2011
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Administración Pública de la Junta de Andalucía, de 23 de abril 
de 2004, por la que se declara la adecuación a la legalidad de los 
estatutos del Colegio de Abogados de Sevilla, aprobados en Junta 
General extraordinaria de 30 de enero de 2004, de los que su art. 
2.3 in fine y la disposición transitoria tercera fueron el objeto de 
impugnación

ANTECEDENTES

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente recurso, 
relevantes para su resolución, son los siguientes:

a) La Junta General extraordinaria del Colegio de 
Abogados de Sevilla celebrada el 30 de enero de 2004 aprobó 
nuevos estatutos -en sustitución del estatuto de 27 de diciembre 
de 1983-, siendo declarada su adecuación a la legalidad mediante 
Orden del Consejero de Justicia y Administración Pública de la 
Junta de Andalucía de 23 de abril de 2004 ("BOJA" núm. 90, de 
10 de mayo de ese año).

b) El demandante de amparo, Abogado incorporado como 
ejerciente en el Colegio de Abogados de Sevilla, interpuso 
recurso contencioso-administrativo contra la mencionada orden 
en tanto declaraba la adecuación a la legalidad de los nuevos 
estatutos cuyo art. 2.3 in fine consideraba lesivo de los arts. 14 y
16.1 y 3 CE; y cuya disposición transitoria tercera estimaba 
contraria a los arts. 49.2 y 75 del Estatuto General de la Abogacía 
Española.

El párrafo tercero del art. 2 de los estatutos dispone: "El 
Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla es aconfesional, si bien 
por secular tradición tiene por Patrona a la Santísima Virgen 
María, en el Misterio de su Concepción Inmaculada".

(...)
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FUNDAMENTOS JURÍDICOS.

(...)

3. Descartado el óbice aducido, corresponde ya examinar 
las quejas dirigidas contra el inciso final del art. 2.3 de los 
estatutos que, tras declarar que "el Ilustre Colegio de Abogados 
de Sevilla es aconfesional", añade "si bien por secular tradición 
tiene por Patrona a la Santísima Virgen María, en el Misterio de 
su Concepción Inmaculada".

Según ha quedado expuesto con mayor detalle en los 
antecedentes de esta resolución, el demandante considera que la 
norma colegial vulnera su derecho fundamental a la libertad 
religiosa, tanto en su dimensión objetiva (art. 16.3 CE) -en cuanto 
el Colegio de Abogados se aparta de la neutralidad que en 
materia religiosa es exigible a toda institución de Derecho 
público- como en su dimensión subjetiva (art. 16.1 CE), en tanto 
en cuanto cercena su libertad individual a no tener creencias 
religiosas, ni someterse a sus ritos o cultos. Además, pone en 
relación estas quejas con la infracción del derecho a la igualdad 
(art. 14 CE), en la medida en que se priman las creencias 
religiosas de un determinado grupo en detrimento de quienes 
mantienen otras o carecen de ellas.

Siendo éstas las infracciones aducidas por el demandante 
para recabar el amparo constitucional, conviene comenzar 
recordando que, a los efectos que aquí interesan, la Constitución 
contempla expresamente el factor religioso en dos preceptos: en 
el art. 14 CE, donde formula el principio de igualdad religiosa, al 
proclamar que "los españoles son iguales ante la ley, sin que 
pueda prevalecer discriminación alguna por razón de ... religión", 
y en el art. 16 CE, donde sienta las bases de su tratamiento 
jurídico, al garantizar la libertad religiosa en su doble dimensión 
individual y colectiva (art. 16.1 CE), la inmunidad frente a toda 
coacción de los poderes públicos (art. 16.2 CE), así como la no 
estatalidad de ninguna confesión y la cooperación del Estado con 
las confesiones (art. 16.3 CE).
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En efecto, nuestra Constitución reconoce la libertad 
religiosa, garantizándola tanto a los individuos como a las 
comunidades, "sin más limitación, en sus manifestaciones, que la 
necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por 
la ley" (art. 16.1 CE).

En su dimensión objetiva, la libertad religiosa comporta una 
doble exigencia, a que se refiere el art. 16.3 CE: primero, la de 
neutralidad de los poderes públicos, ínsita en la aconfesionalidad 
del Estado; segundo, el mantenimiento de relaciones de 
cooperación de los poderes públicos con las diversas confesiones. 
En este sentido, ya dijimos en la STC 46/2001, de 15 de febrero 
(FJ 4) que "el art. 16.3 de la Constitución, tras formular una 
declaración de neutralidad, considera el componente religioso 
perceptible en la sociedad española y ordena a los poderes 
públicos mantener 'las consiguientes relaciones de cooperación 
con la Iglesia Católica y las demás confesiones', introduciendo de 
este modo una idea de aconfesionalidad o laicidad positiva que 
veda cualquier tipo de confusión entre funciones religiosas y 
estatales" (en el mismo sentido, las SSTC 177/1996, de 11 de 
noviembre, FJ 9; 154/2002, de 18 de julio, FJ 6; y 101/2004, de 2 
de junio, FJ 3).

De otro lado, en cuanto derecho subjetivo, la libertad 
religiosa tiene una doble dimensión, interna y externa. Así, según 
dijimos en la STC 177/1996, de 11 de noviembre (FJ 9), la 
libertad religiosa "garantiza la existencia de un claustro íntimo de 
creencias y, por tanto, un espacio de autodeterminación 
intelectual ante el fenómeno religioso, vinculado a la propia 
personalidad y dignidad individual", y asimismo, junto a esta 
dimensión interna, esta libertad "incluye también una dimensión 
externa de agere licere que faculta a los ciudadanos para actuar 
con arreglo a sus propias convicciones y mantenerlas frente a 
terceros" que se traduce "en la posibilidad de ejercicio, inmune a 
toda coacción de los poderes públicos, de aquellas actividades 
que constituyen manifestaciones o expresiones del fenómeno 
religioso" (STC 46/2001, de 15 de febrero, FJ 4), tales como las 
que se relacionan en el art. 2.1 de la Ley Orgánica 7/1980, de

338 LAICIDAD Y LIBERTADES. N° 11 -  2011. PAGINAS 311-364



CRÓNICA JURISPRUDENCIAL DE ESPAÑA

libertad religiosa, relativas, entre otros particulares, a los actos de 
culto, enseñanza religiosa, reunión o manifestación pública con 
fines religiosos, y asociación para el desarrollo comunitario de 
este tipo de actividades. Se complementa, en su dimensión 
negativa, por la prescripción del art. 16.2 CE de que "nadie podrá 
ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias".

4. Una vez recordada de este modo sintético nuestra 
doctrina, el enjuiciamiento de si en el presente caso se ha 
vulnerado la dimensión objetiva de la libertad religiosa del 
demandante (art. 16.3 CE) exige dilucidar dos aspectos: primero, 
si el Colegio de Abogados de Sevilla está constitucionalmente 
obligado a la neutralidad religiosa y, en caso de ser así, si la 
norma estatutaria controvertida tiene una significación 
incompatible con ese deber de neutralidad religiosa.

A la primera cuestión ha de responderse afirmativamente 
puesto que en un sistema jurídico político basado en el 
pluralismo, la libertad ideológica y religiosa de los individuos y 
la aconfesionalidad del Estado, todas las instituciones públicas 
han de ser ideológicamente neutrales (STC 5/1981, de 13 de 
febrero, FJ 9). Y, en efecto, los colegios profesionales son, con 
arreglo al art. 1 de la Ley 2/1974, de 13 febrero, "corporaciones 
de derecho público, amparadas por la ley y reconocidas por el 
Estado, con personalidad jurídica propia y plena capacidad para 
el cumplimiento de sus fines". Como hemos declarado en 
anteriores ocasiones, los colegios profesionales son corporaciones 
sectoriales que se constituyen para defender primordialmente los 
intereses privados de sus miembros, pero que también atienden a 
finalidades de interés público, en razón de las cuales se 
configuran legalmente como personas jurídico-públicas o 
corporaciones de Derecho público cuyo origen, organización y 
funciones no dependen sólo de la voluntad de los asociados, sino 
también, y en primer término, de las determinaciones obligatorias 
del propio legislador, el cual, por lo general, les atribuye 
asimismo el ejercicio de funciones propias de las 
Administraciones territoriales o permite a estas últimas recabar la 
colaboración de aquéllas mediante delegaciones expresas de
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competencias administrativas, lo que sitúa a tales corporaciones 
bajo la dependencia o tutela de las citadas Administraciones 
territoriales titulares de las funciones o competencias ejercidas 
por aquéllas (STC 20/1988, de 18 de febrero, FJ 4; y las que en 
ella se citan).

A la vista de la anterior respuesta afirmativa, es preciso 
examinar a continuación si, como el recurrente sostiene, la norma 
estatutaria controvertida tiene una significación incompatible con 
el deber de neutralidad religiosa. Como ya se ha adelantado, el 
art. 2.3 de los estatutos contiene una declaración inequívoca: "El 
Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla es aconfesional", siendo 
el inciso siguiente -"si bien por secular tradición tiene por Patrona 
a la Santísima Virgen María, en el Misterio de su Inmaculada 
Concepción"- el que el recurrente juzga incompatible con el art. 
16.3 CE.

Nuestro razonamiento ha de partir de la constatación de que 
es propio de todo ente o institución adoptar signos de identidad 
que contribuyan a dotarle de un carácter integrador ad intra y 
recognoscible ad extra, tales como la denominación -elemento de 
individualización por excelencia-, pero contingentemente también 
los emblemas, escudos, banderas, himnos, alegorías, divisas, 
lemas, conmemoraciones y otros múltiples y de diversa índole, 
entre los que pueden encontrarse, eventualmente, los patronazgos, 
en su origen propios de aquellas confesiones cristianas que creen 
en la intercesión de los santos y a cuya mediación se acogen los 
miembros de un determinado colectivo.

Sobre la importancia de estos elementos representativos 
señalamos en la STC 94/1985, de 29 de julio, que "no puede 
desconocerse que la materia sensible del símbolo ... trasciende a 
sí misma para adquirir una relevante función significativa. 
Enriquecido con el transcurso del tiempo, el símbolo [político 
allí] acumula toda la carga histórica de una comunidad, todo un 
conjunto de significaciones que ejercen una función integradora y 
promueven una respuesta socioemocional, contribuyendo a la 
formación y mantenimiento de la conciencia comunitaria, y, en
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cuanto expresión externa de la peculiaridad de esa Comunidad, 
adquiere una cierta autonomía respecto de las significaciones 
simbolizadas, con las que es identificada; de aquí la protección 
dispensada a los símbolos [políticos allí] por los ordenamientos 
jurídicos" (FJ 7).

Naturalmente, la configuración de estos signos de identidad 
puede obedecer a múltiples factores y cuando una religión es 
mayoritaria en una sociedad sus símbolos comparten la historia 
política y cultural de ésta, lo que origina que no pocos elementos 
representativos de los entes territoriales, corporaciones e 
instituciones públicas tengan una connotación religiosa. Esta es la 
razón por la que símbolos y atributos propios del Cristianismo 
figuran insertos en nuestro escudo nacional, en los de las 
banderas de varias Comunidades Autónomas y en los de 
numerosas provincias, ciudades y poblaciones; asimismo, el 
nombre de múltiples municipios e instituciones públicas trae 
causa de personas o hechos vinculados a la religión cristiana; y en 
variadas festividades, conmemoraciones o actuaciones 
institucionales resulta reconocible su procedencia religiosa.

Por consiguiente, es obvio que no basta con constatar el 
origen religioso de un signo identitario para que deba atribuírsele 
un significado actual que afecte a la neutralidad religiosa que a 
los poderes públicos impone el art. 16.3 CE. La cuestión se centra 
en dilucidar, en cada caso, si ante el posible carácter polisémico 
de un signo de identidad, domina en él su significación religiosa 
en un grado que permita inferir razonablemente una adhesión del 
ente o institución a los postulados religiosos que el signo 
representa.

A tal fin, nuestra labor hermenéutica debe comenzar 
tomando en consideración que todo signo identitario es el 
resultado de una convención social y tiene sentido en tanto se lo 
da el consenso colectivo; por tanto, no resulta suficiente que 
quien pida su supresión le atribuya un significado religioso 
incompatible con el deber de neutralidad religiosa, ya que sobre 
la valoración individual y subjetiva de su significado debe
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prevalecer la comúnmente aceptada, pues lo contrario supondría 
vaciar de contenido el sentido de los símbolos, que siempre es 
social. En este mismo sentido, la muy reciente Sentencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 18 de marzo de 
2011, caso Lautsi y otros contra Italia -que ha juzgado sobre la 
presencia de crucifijos en las escuelas públicas italianas- pone de 
relieve que, en este ámbito, la percepción subjetiva del 
reclamante por sí sola no basta para caracterizar una violación del 
derecho invocado (§ 66).

En segundo lugar, debemos tomar en consideración no 
tanto el origen del signo o símbolo como su percepción en el 
tiempo presente, pues en una sociedad en la que se ha producido 
un evidente proceso de secularización es indudable que muchos 
símbolos religiosos han pasado a ser, según el contexto concreto 
del caso, predominantemente culturales aunque esto no excluya 
que para los creyentes siga operando su significado religioso. En 
este sentido, en la STC 19/1985, de 13 de febrero (FJ 4), 
señalamos que la circunstancia de que "el descanso semanal 
corresponda en España, como en los pueblos de civilización 
cristiana, al domingo, obedece a que tal día es el que por mandato 
religioso y por tradición se ha acogido en estos pueblos; esto no 
puede llevar a la creencia de que se trata del mantenimiento de 
una institución con origen causal único religioso, pues, aunque la 
cuestión se haya debatido y se haya destacado el origen o la 
motivación religiosa del descanso semanal, recayente en un 
período que comprenda el domingo, es inequívoco ... que el 
descanso semanal es una institución secular y laboral, que si 
comprende el 'domingo' como regla general de descanso semanal 
es porque este día de la semana es el consagrado por la tradición". 
Igualmente, en la STC 130/1991, de 6 de junio, en relación con la 
presencia de la imagen de la Virgen de la Sapiencia en el escudo 
de la Universidad de Valencia, apreciamos que resultaba 
compatible con la aconfesionalidad proclamada en nuestra 
Constitución, tanto la decisión del claustro universitario de 
proceder a su supresión como la que hubiera supuesto su 
mantenimiento.
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Por último, siguiendo a la antes citada STEDH de 18 de 
marzo de 2011, caso Lautsi y otros c. Italia, § 72 (con remisión a 
las SSTEDH Zengin c. Turquía, § 64; y Folgero y otros c. 
Noruega, § 94) debemos valorar la menor potencialidad para 
incidir sobre la neutralidad religiosa del Estado de los símbolos o 
elementos de identidad esencialmente pasivos frente a otras 
actuaciones con capacidad para repercutir sobre la conciencias de 
las personas, como son los discursos didácticos o la participación 
en actividades religiosas.

Proyectadas estas consideraciones sobre el enjuiciamiento 
constitucional del art. 2.3 de los tan citados estatutos, debemos 
resaltar que la disposición contiene dos proposiciones 
aparentemente antitéticas -"el Ilustre Colegio de Abogados de 
Sevilla es aconfesional" y "tiene por Patrona a la Santísima 
Virgen María, en el Misterio de su Concepción Inmaculada"- 
cuya debida compresión se obtiene a partir de las palabras que les 
sirven de unión: "si bien por secular tradición". Claramente se 
advierte que la finalidad de la norma estatutaria es conservar una 
de las señas de identidad del Colegio de Abogados de Sevilla; y 
que, precisamente con el propósito de evitar interpretaciones 
como la que sostiene el recurrente, se incorporan al precepto dos 
afirmaciones que de otro modo serían innecesarias: la declaración 
de aconfesionalidad del Colegio y el origen del patronazgo, esto 
es, la tradición secular.

Por lo que antecede, procede rechazar la demanda de 
amparo en este punto, pues fácilmente se comprende que cuando 
una tradición religiosa se encuentra integrada en el conjunto del 
tejido social de un determinado colectivo, no cabe sostener que a 
través de ella los poderes públicos pretendan transmitir un 
respaldo o adherencia a postulados religiosos; concluyéndose así 
que, en el presente caso, el patronazgo de la Santísima Virgen en 
la advocación o misterio de su Concepción Inmaculada, tradición 
secular del Colegio de Abogados de Sevilla, no menoscaba su 
aconfesionalidad.
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5. Descartada la afectación de la dimensión objetiva de la 
libertad religiosa (art. 16.3 CE), debemos examinar si lo está su 
vertiente subjetiva (art. 16.1 CE). Así lo sostiene el recurrente en 
amparo, para quien el patronazgo impugnado cercena su libertad 
individual a no tener creencias religiosas, ni someterse a sus ritos 
o cultos; añade que la simple designación de la Patrona supone, 
como mínimo, la imploración de su protección y el sometimiento 
a la misma, regulándose algo que pertenece a la esfera de la más 
estricta intimidad de cada uno de los miembros de la corporación.

En este punto ha de partirse de que los elementos 
representativos a que nos venimos refiriendo, singularmente los 
estáticos, son escasamente idóneos en las sociedades actuales 
para incidir en la esfera subjetiva de la libertad religiosa de las 
personas, esto es, para contribuir a que los individuos adquirieran, 
pierdan o sustituyan sus posibles creencias religiosas, o para que 
sobre tales creencias o ausencia de ellas se expresen de palabra o 
por obra, o dejen de hacerlo.

Con todo, es preciso coincidir con el recurrente en que su 
libertad religiosa quedaría menoscabada si, en virtud de la norma 
colegial, se viera compelido a participar en eventuales actos en 
honor de la Patrona del Colegio de Abogados. Como apreciamos 
en la STC 101/2004, de 2 de junio (FJ 4), la imposición del deber 
de participar en un acto de culto, en contra de la voluntad y 
convicciones personales, afecta a la vertiente subjetiva de la 
libertad religiosa, constituyendo un acto ilegítimo de intromisión 
en la esfera íntima de creencias (art. 16.1 CE), que conllevaría el 
incumpliendo por el poder público del mandato constitucional de 
aconfesionalidad. En consonancia con ello, en el ATC 551/1985, 
de 24 de julio, consideramos que la libertad religiosa no quedaba 
afectada, en aquel caso, con motivo de los actos previstos para 
celebrar la festividad de la Policía Municipal de la ciudad de 
Ceuta, en la medida en que sus miembros pudiesen acomodar su 
conducta a las propias convicciones religiosas y no se les obligase 
a acudir a la celebración del oficio religioso; y posteriormente, en 
la STC 177/1996, de 11 de noviembre (FJ 10) reiteramos que el 
art. 16 CE no impide a las Fuerzas Armadas la celebración de
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festividades religiosas o, más propiamente dicho, la participación 
en ceremonias de esa naturaleza, siempre que se garantice la 
libertad de cada miembro para decidir en conciencia si desea o no 
tomar parte en actos de esa naturaleza.

También resultaría afectada la dimensión subjetiva de la 
libertad religiosa si el patronazgo cuestionado incidiese de 
cualquier otro modo relevante sobre la esfera íntima de creencias, 
pensamientos o ideas del recurrente, esto es, sobre el espacio de 
autodeterminación intelectual ante el fenómeno religioso.

Sin embargo, nada de esto ha ocurrido en el presente caso, 
en el que ni aun siquiera a efectos dialécticos ha sostenido el 
recurrente que venga obligado a participar en eventuales actos de 
contenido religioso en los que el Colegio de Abogados de Sevilla 
pudiera hacerse presente, ni ha acertado a razonar 
convincentemente en qué medida se ha visto afectado su ámbito 
íntimo de creencias, debiéndose recordar que, según resulta del 
art. 41.2 LOTC, el recurso de amparo procede contra la lesión 
real y efectiva de los derechos fundamentales y no contra lesiones 
simplemente temidas de tales derechos (SSTC 162/1985, de 29 de 
noviembre, FJ 1, y 123/1987, de 15 de julio, FJ 1), por lo cual 
esta queja debe ser rechazada, sin perjuicio de que, obviamente, 
el demandante pueda impugnar en el futuro cualesquiera 
actuaciones emanadas del Colegio de Abogados que, en cuanto 
actos aplicativos de la norma colegial, conlleven una afectación 
real de su libertad religiosa.

6. Considera también el demandante que el art. 2.3 de los 
estatutos consagra una desigualdad al primar las creencias 
religiosas de un determinado grupo, imponiéndolas al resto y 
discriminando a quienes mantienen otras creencias o carecen de 
ellas.

Sin embargo, al haber apreciado en los fundamentos 
jurídicos precedentes que la norma colegial impugnada no 
menoscaba la neutralidad religiosa del Colegio de Abogados de 
Sevilla ni la dimensión subjetiva de la libertad religiosa de sus 
miembros, queda desprovista de sustento la queja referida a la
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infracción del art. 14 CE, que proclama la igualdad ante la ley de 
todas las personas y prohíbe cualquier discriminación por razón 
de "religión" (en el mismo sentido, acerca del carácter 
instrumental de similar queja, la citada STEDH de 18 de marzo 
de 2011, caso Lautsi y otros c. Italia, § 80).

La posibilidad de que la corporación asuma signos de 
identidad que, desprovistos de una significación religiosa 
incompatible con el art. 16 CE, fueran en su origen propios de 
una u otra confesión o de ninguna, es algo que sólo a la 
corporación corresponde decidir democráticamente (art. 36 CE), 
considerando cuáles son las señas de identidad que de forma más 
oportuna o conveniente cumplen la función integradora o 
representativa buscada, o lisa y llanamente, satisface o responde 
mejor a las sensibilidades y preferencias de diversa índole de 
quienes con su voto mayoritario contribuyan a la aprobación de 
los elementos representativos de la institución (en este sentido, 
STC 130/1991, de 6 de junio, FJ 5); y que, en tanto se configuren 
como tradiciones, han de gozar de la protección pretendida por el 
preámbulo de nuestra Constitución.

7. (...)
En el presente caso, la confrontación de la resolución 

impugnada con la pretensión planteada por el recurrente permite 
afirmar que fue concreta y expresamente analizada y resuelta, por 
más que el demandante no esté conforme con la cantidad y 
calidad de los argumentos utilizados por el órgano judicial para 
desestimar su pretensión. Ello determina que la demanda debe ser 
desestimada también en este punto y, en consecuencia, denegado 
el amparo solicitado.
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Derecho de rectificación
Sentencia 99/2011, de 20 de junio de 20113

En el recurso de amparo núm. 8505-2006, promovido por 
don Pedro José Ramírez Codina, representado por el Procurador 
de los Tribunales don José Luis Ferrer Recuero y asistido de la 
Letrada doña Cristina Peña Caries, contra la Sentencia de 4 de 
julio de 2006 de la Sección Duodécima de la Audiencia 
Provincial de Madrid, recaída en el recurso de apelación núm. 71- 
2005 formulado frente a la Sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia núm. 6 de Madrid de 14 de octubre de 2004

FUNDAMENTOS JURIDICOS
1. El recurso de amparo se dirige contra la Sentencia de 4 

de julio de 2006 de la Sección Duodécima de la Audiencia 
Provincial de Madrid, recaída en el recurso de apelación núm. 71- 
2005 formulado frente a la Sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia núm. 6 de Madrid de 14 de octubre de 2004; 
resoluciones que, tras comprobar el cumplimiento de los 
presupuestos formales, temporales y las exigencias materiales de 
la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, ordenaron la 
publicación de la rectificación reclamada por la actor -si bien con 
un alcance más limitado que el solicitado- frente a varias 
informaciones del diario "El Mundo" en las que se le atribuía la 
venta de armas a traficantes de droga y a otros grupos criminales 
organizados, que alegaba era incierto, además de contener 
referencias inexactas sobre su situación profesional como 
funcionario de policía, según ha quedado relatado en los 
antecedentes de esta Sentencia constitucional.

Sostiene el demandante, director de dicho medio de 
comunicación, que las resoluciones dictadas al amparo de la ley 
orgánica mencionada, al no abordar la cuestión de la veracidad 
informativa, convierten el juicio verbal establecido al efecto en 
un mero procedimiento administrativo, en el que los órganos

3 BOE núm. 172, de 19 de julio de 2011
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judiciales se limitan a controlar los requisitos formales de 
procedibilidad del ejercicio del derecho, sin entrar a conocer del 
fondo, esto es, sin examinar la veracidad de la información. De 
esta manera se otorga a la persona que se sienta afectada y 
disconforme con los hechos publicados, aduce el recurrente, la 
facultad de dirigirse a la opinión pública para transmitir su propia 
versión, sin exigírsele ninguna garantía de veracidad respecto a la 
misma, lo que vulnera el art. 20.1 d) CE, que consagra el derecho 
"a comunicar o recibir libremente información veraz por 
cualquier medio de comunicación".

El Ministerio Fiscal y la parte que solicitó la rectificación, 
que ha comparecido en este procedimiento constitucional, se 
oponen al otorgamiento del amparo, esgrimiendo las alegaciones 
recogidas en los antecedentes de esta Sentencia.

2. La resolución del presente recurso de amparo requiere 
entrar en la consideración del alcance que debe reconocerse al 
derecho de rectificación, y del cometido de los órganos judiciales 
en cuanto a la investigación de la veracidad de lo publicado o 
indistintamente de la veracidad del relato del escrito de 
rectificación, antes de acordar la inserción de la rectificación 
solicitada en el medio de comunicación correspondiente.

Con carácter previo al pronunciamiento sobre dicha 
cuestión sustantiva, cuya fúndamentación en el recurso de 
amparo reside en la posible lesión del art. 20.1 d) CE, es 
necesario dar respuesta a la alegación de la posible vulneración 
del art. 24.1 CE. La afectación del derecho a la tutela judicial 
efectiva, residiría, según el demandante, en la incorrecta 
concreción que realizan los órganos judiciales del objeto del 
procedimiento de rectificación. Sin necesidad de entrar en la más 
que precaria invocación de ese derecho en el proceso, como 
prueba el escrito del recurso de apelación que obra en las 
actuaciones, o en el hecho de que dicha queja podría entenderse 
subsumida en la segunda, vinculada al art. 20.1 d) CE, al 
articularse con idéntico soporte argumental (exclusión en el juicio 
verbal sobre la rectificación del examen de la veracidad), la
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denuncia relativa a esta vertiente del derecho a la tutela judicial 
no puede prosperar.

En efecto, frente a lo alegado por el recurrente, como 
dijéramos ya en la STC 168/1986, de 22 de diciembre, FJ 6, los 
órganos judiciales competentes para conocer de las demandas de 
rectificación no se limitan a dar curso automáticamente a la 
pretensión formulada por el aludido, sino que ejercen una función 
de control jurídico de los requisitos legales de la rectificación 
instada. De ello es buena muestra en el presente caso la decisión 
judicial de reducción del texto presentado para la inserción en el 
periódico, excluyendo referencias improcedentes "por no tratarse 
de hechos de la información o referidos directamente al actor".

Más aún, la norma establece asimismo la facultad de los 
órganos judiciales de rechazar a limine, mediante inadmisión de 
la demanda, aquellas pretensiones de rectificación 
manifiestamente improcedentes (art. 5, párrafo segundo, de la 
Ley Orgánica 2/1984). Lo cual permite al órgano jurisdiccional 
denegar la rectificación de una información que, en el momento 
en que se solicita, resulte o bien totalmente inverosímil, o bien a 
todas luces cierta y evidente, o bien se trate de una información 
inocua, que en modo alguno pueda causar perjuicio al 
demandante. La decisión judicial, pese a la sumariedad del 
proceso, ha de derivar de la previa indagación y control de los 
presupuestos de Derecho, formales y sustantivos, y acompañarse 
de la explicitación de las razones que motivan la estimación o, en 
su caso, la desestimación de la demanda. Por ello, debe negarse 
que la previsión legal, y la interpretación judicial de la norma, 
constituyan un expediente de "concesión automática del derecho 
de rectificación, automatismo que ni el derecho en general, ni las 
normas procesales de la Ley Orgánica aplicada permiten" (STC 
264/1988, de 22 de diciembre, FJ 5).

Puesto que la indagación judicial queda limitada al examen 
de la "manifiesta improcedencia", es obvio que no se prejuzga la 
fidelidad a la verdad de la narración que ofrece la rectificación, 
sino su aparente verosimilitud, a expensas de ulteriores
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comprobaciones en otro contexto o, en su caso, en otro proceso. 
La garantía de la tutela judicial del art. 24.1 CE no impone la 
exigencia del examen de la verdad en el marco sumario del 
procedimiento verbal. El tiempo requerido para ello frustraría en 
muchos casos la propia finalidad y sentido del derecho de 
rectificación (STC 35/1983, de 11 de mayo, FJ 4), ya que la 
efectividad de éste va asociado a la inmediatez de su ejercicio. El 
examen de la veracidad tampoco representa una exigencia 
material que se deduzca de lo dispuesto en el art. 20.1 d) CE, 
como veremos a continuación.

La configuración normativa del proceso verbal sobre la 
rectificación, y la interpretación judicial de su objeto y límites de 
enjuiciamiento, en los términos que el recurrente censura las 
resoluciones impugnadas, resultan, por tanto, acordes con el 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

3. Para abordar la cuestión de fondo -la proyección del art. 
20.1 d) CE como límite al derecho de rectificación que obligara a 
un examen de la veracidad de la información- es conveniente 
comenzar con una delimitación del objeto preciso de la queja.

Se advierte, desde este análisis, que la lesión denunciada en 
el recurso de amparo no encuentra fundamento, ad casum, en la 
inveracidad, inexactitud o inverosimilitud de la rectificación que 
los órganos judiciales han ordenado publicar al diario "El 
Mundo". En efecto, las resoluciones recurridas han obligado al 
periódico a insertar en su edición una narración, presentada por la 
persona aludida, que no resulta inexacta o falsa de forma 
manifiesta. Por su parte, el órgano judicial cuando confirma la 
procedencia de la rectificación, no está otorgando ninguna carta 
de autenticidad a la versión ofrecida por quien ejercita el derecho. 
Por ello, el hecho de que la propia ley, y en consonancia, el 
órgano judicial en este caso, advierta que no se permiten 
apostillas o comentarios a la rectificación tampoco significa que 
el medio de comunicación tenga que desdecirse de la versión de 
los hechos inicialmente publicada, puesto que el órgano judicial 
tampoco ha prejuzgado su veracidad. En cuanto al requisito
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relativo al perjuicio que la publicación de la noticia ha producido 
o puede producir a la persona aludida, es evidente que en este 
caso no puede dudarse de la afectación a la reputación que deriva 
de la atribución de la comisión de delitos graves.

La alegación que presenta el recurrente se articula 
básicamente al margen de la cuestión de la veracidad de la noticia 
en el caso concreto (aunque ciertamente se invoque), trasladando 
el argumento hacia la crítica de la propia Ley Orgánica 2/1984, o 
más precisamente, de la interpretación judicial sobre el objeto 
procesal y sobre la dinámica de enjuiciamiento que no incluye la 
comprobación de la verdad como cometido del juicio verbal 
sobre la rectificación. Interpretación acogida por los órganos 
judiciales cuyo razonamiento discurre de forma acorde con 
nuestra doctrina constitucional.

A este respecto, como destaca el Ministerio Fiscal, no 
puede olvidarse que el ordenamiento jurídico ofrece las 
pertinentes acciones penales y civiles cuyo ejercicio en el marco 
de los respectivos procedimientos constituyen la vía adecuada 
para la investigación de la verdad de los hechos publicados o 
difundidos. A través de tales procedimientos podrá dilucidarse la 
certeza o la falsedad de los hechos o las informaciones, con los 
efectos propios de la cosa juzgada.

A diferencia del cometido propio de las vías referidas, el 
juicio verbal establecido en la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de 
marzo, regula el ejercicio del derecho de rectificación atendiendo 
a una finalidad precisa y distinta a la correspondiente a las 
acciones aludidas. En efecto, hemos establecido en la STC 
168/1986, de 22 de diciembre, que el llamado derecho de 
rectificación regulado en esa norma consiste en la facultad 
otorgada a toda persona, natural o jurídica, de "rectificar la 
información difundida, por cualquier medio de comunicación 
social de hechos que le aludan, que considere inexactos y cuya 
divulgación pueda causarle perjuicio", conforme a la dicción del 
art. 1 de aquella ley; y que ese derecho se satisface mediante la 
publicación íntegra y gratuita de la rectificación, referida
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exclusivamente a los hechos de la información difundida, en los 
términos y en la forma que la ley señala (arts. 2 y 3), de manera 
que el derecho de rectificación constituye un medio del que 
dispone la persona aludida para prevenir o evitar el peijuicio que 
una determinada información pueda irrogarle en su honor o en 
cualesquiera otros derechos o intereses legítimos, cuando 
considere que los hechos lesivos mencionados en la misma no 
son exactos; que esta legítima finalidad preventiva, independiente 
de la reparación del daño causado por la difusión de una 
información que se revele objetivamente inexacta, quedaría 
frustrada en muchos casos por la demora en la rectificación 
pretendida; y, en fin, en lo que ahora importa, que"la sumariedad 
del procedimiento verbal, de la que es buena muestra que sólo se 
admitan las pruebas pertinentes que puedan practicarse en el acto 
[art. 6 b)], exime sin duda al Juzgador de una indagación 
completa tanto de la veracidad de los hechos difundidos o 
publicados como de la que concierne a los contenidos en la 
rectificación, de lo que se deduce que, en aplicación de dicha 
Ley, puede ciertamente imponerse la difusión de un escrito de 
réplica o rectificación que posteriormente pudiera revelarse no 
ajustado a la verdad. Por ello, la resolución judicial que estima 
una demanda de rectificación no garantiza en absoluto la 
autenticidad de la versión de los hechos presentada por el 
demandante, ni puede tampoco producir, como es obvio, efectos 
de cosa juzgada respecto de una ulterior investigación procesal de 
los hechos efectivamente ciertos" (STC 168/1986, FJ 4).

No es inexcusable, en conclusión, una indagación de la 
verdad, indagación que encuentra su acomodo en otros cauces 
procesales, ya que afectaría a la inmediatez necesaria para 
garantizar la efectividad del derecho de rectificación.

4. La rectificación queda conformada, ante todo, como un 
derecho de la persona aludida a ejercer su propia tutela, un 
derecho reaccional de tutela del honor, o de bienes 
personalísimos asociados a la dignidad, al reconocimiento social 
o a la autoestima frente a informaciones que incidan en la forma 
en que una persona es presentada o expuesta ante la opinión
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pública. Una forma de reacción de urgencia, que puede, en su 
caso, anticipar el posterior ejercicio de otras vías legales de tutela, 
civil o penal, en orden al enjuiciamiento de la lesión aducida, y a 
la reparación pertinente en su caso.

Pero junto a ese carácter, la rectificación opera como un 
complemento de la información que se ofrece a la opinión 
pública, mediante la aportación de una "contraversión" sobre 
hechos en los que el sujeto ha sido implicado por la noticia 
difundida por un medio de comunicación. La relevancia pública 
del espacio informativo en el que queda comprometida la 
formación de la opinión, justifica la acogida de versiones que 
permitan el contraste de informaciones en ese mismo espacio 
mediante la aportación de datos por quien se ve implicado en 
alusiones que considera inciertas y lesivas de su reputación. Por 
ello, si bien el derecho de rectificación constituye un derecho 
autónomo de tutela del propio patrimonio moral, a la vez opera 
como instrumento de contraste informativo que supone "un 
complemento de la garantía de libre formación de la opinión 
pública" (SSTC 168/1986, de 22 de diciembre, FJ 5, y 51/2007, 
de 12 de marzo, FJ 8). No puede considerarse impedimento de 
aquella libertad, sino favorecedora de la misma, la rectificación 
pertinente que permite contrastar versiones contrapuestas, en 
tanto ninguna haya sido acreditada como exacta, o desacreditada 
como falsa de forma definitiva, esto es con efectos de cosa 
juzgada (STC 168/1986, de 22 de diciembre, FJ 5, y AATC 
70/1992, de 4 de marzo, FJ 1, y 49/1993, de 8 de febrero, FJ 2).

5. En cuanto al primer aspecto referido, la rectificación 
constituye un derecho subjetivo que, además de su función 
autónoma, puede ser el preludio del posterior ejercicio de las 
acciones civiles o penales correspondientes.

La omnipresencia mediática característica de nuestro 
tiempo, que nos sitúa en la denominada "sociedad de la 
información", incrementa la incidencia y el poder de los medios 
de comunicación con su conocida multiplicidad y velocidad de 
difusión de noticias y opiniones. La exposición creciente de los
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ciudadanos a la interferencia de los medios, aumenta por ello la 
vulnerabilidad de la autonomía personal en el control de 
informaciones que puedan implicarla. El derecho de rectificación, 
en este contexto, cobra mayor significado como instrumento 
inmediato de tutela, que puede actuar con carácter previo, en su 
caso, a la activación de otros mecanismos procesales. Por ello, no 
puede acogerse la invocación que hace el recurrente a la 
transformación de la realidad social como fundamento de su 
pretensión de una reinterpretación restrictiva del derecho de 
rectificación, pues precisamente la transformación social 
apuntada hace aconsejable de todo punto el reforzamiento de los 
mecanismos de tutela frente a posibles excesos en la información 
que el derecho de rectificación contribuye a contener.

La rectificación reduce el riesgo de confusión entre 
información publicada y verdad pues no puede descartarse que 
una información veraz conforme a la diligencia profesional 
exigible, resulte a la postre, equivocada. Por ello, incluso cuando 
se trata de imputaciones que pudieran dar lugar a una 
investigación penal, como es el caso, la persona aludida conserva 
su derecho a la contradicción, que en el espacio informativo 
público encuentra su cauce a través de la petición de rectificación 
de una noticia que no ha podido todavía pasar el filtro de la 
prueba definitiva de la verdad procesal.

La presentación de una noticia constituye por lo general el 
resultado de una reconstrucción o interpretación de hechos reales 
(STC 297/2000, de 11 de diciembre, FJ 10), en la que intervienen 
distintos factores, que pueden conducir a versiones dispares sobre 
una misma realidad. Desde este prisma, la configuración 
normativa dada al derecho de rectificación permite que la persona 
aludida aporte su propia versión de los hechos en salvaguarda de 
su honor y patrimonio moral, ofreciéndola para su contraste con 
aquellas otras versiones vertidas en el mismo espacio público 
informativo a efectos de la pertinente formación de la opinión 
pública.
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6. Por otro lado, además de su primordial virtualidad de 
defensa de los derechos o intereses del aludido, el derecho de 
contestación supone un complemento de la garantía de la opinión 
pública libre. Garantía a la que están llamados de manera esencial 
y primaria, pero no exclusiva y excluyente, los medios de 
comunicación.

Como decíamos en nuestra STC 168/1986, de 22 de 
diciembre, la divulgación de dos versiones diferentes de unos 
mismos hechos, cuya respectiva exactitud no ha sido declarada 
por ningún pronunciamiento fírme de los órganos judiciales 
competentes, no restringe el derecho a recibir información veraz, 
ya que, como quedó enunciado en los fundamentos jurídicos 
anteriores, el acceso a una versión disidente de los hechos 
publicados favorece incluso el interés colectivo en la búsqueda y 
recepción de la verdad que aquel derecho fundamental procura 
(en el mismo sentido, STC 51/2007, de 12 de marzo, FJ 8). 
Asimismo, hemos recordado en la STC 50/2010, de 4 de octubre, 
FJ 5, que la libertad reconocida en el art. 20.1 d) CE no se erige 
únicamente en derecho privativo de su titular, sino en una pieza 
esencial en la configuración del Estado democrático, 
garantizando la formación de una opinión pública libre y la 
realización del pluralismo como principio básico de convivencia.

7. De acuerdo con las observaciones expuestas, no hay duda 
de que la rectificación, judicialmente ordenada, en los términos 
que establece la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, de una 
información que quien ejercita el derecho considera inexacta y 
lesiva de sus intereses, no menoscaba el derecho fundamental 
proclamado por el art. 20.1 d) CE, ni siquiera en el caso de que 
las versión contenida en la rectificación pudiera revelarse a 
posteriori como incierta y no ajustada a la realidad de los hechos, 
dado que en los procesos judiciales que dieron lugar a las 
resoluciones recurridas, la indagación de la verdad no constituye 
su objeto procesal (por todas, STC 51/2007, de 12 de marzo, FJ 
9).
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La inserción de la rectificación en la que se disiente de los 
hechos divulgados no impide al medio de comunicación difundir 
libremente información veraz, ni le obliga a declarar que la 
información aparecida en sus páginas sea incierta, ni a modificar 
su contenido. Tampoco puede considerarse como una sanción 
jurídica derivada de la inexactitud de lo publicado. Al contrario, 
la versión de los hechos distinta y contradictoria ni siquiera limita 
la facultad del medio de ratificarse en la información inicialmente 
suministrada o, en su caso, aportar y divulgar todos aquellos 
datos que la confirmen o avalen, puesto que la inserción de la 
rectificación interesada en la publicación, como venimos 
reiterando, no lleva aparejada la declaración de su veracidad.

Una vez excluidas todas las lesiones alegadas por el 
recurrente en su escrito de demanda, procede denegar el amparo 
solicitado.
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Tribunal Supremo
Registro de Entidades religiosas
STS 958/2011

SENTENCIA
En la Villa de Madrid, a siete de Febrero de dos mil once.

Visto por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo, constituida en su Sección Séptima por los 
magistrados indicados al margen, el recurso de casación n° 
6446/2009, sobre derechos fundamentales, interpuesto por la 
ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO contra la sentencia dictada 
el 8 de octubrede 2009 por la Sección Tercera de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional en el 
recurso n° 1/2009 , sobre resolución adoptada por el Director 
General de Relaciones con las Confesiones Religiosas, por 
delegación del Ministro de Justicia, que denegó la inscripción en 
el Registro de Entidades Religiosas de la Orden Religiosa Santa 
María de España y declaró vulnerado su derecho fundamental a la 
libertad religiosa por haberse dictado una resolución denegatoria 
de dicha inscripción cuando ya había sido reconocido el derecho 
a obtenerla por silencio positivo.

(...)

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La Abogada del Estado pretende que 
anulemos la sentencia dictada por la Sección Tercera de la Sala 
de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional el 8 
de octubre de 2009 en el recurso 1/2009 , seguido por el 
procedimiento de protección jurisdiccional de los derechos 
fundamentales.
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Esa sentencia estimó las pretensiones de don Alejo , anuló 
la resolución adoptada por el Director General de Relaciones con 
las Confesiones Religiosas, por delegación del Ministro de 
Justicia, que denegó la inscripción en el Registro de Entidades 
Religiosas de la Orden Religiosa Santa María de España y 
declaró vulnerado su derecho fundamental a la libertad religiosa 
por haberse dictado una resolución denegatoria de dicha 
inscripción cuando ya había sido reconocido el derecho a 
obtenerla por silencio positivo.

Interesa saber que la mencionada Orden tiene por objeto, 
según sus estatutos, el culto a la Virgen María en su advocación 
como Santa María del Rosell, también conocida como Santa 
María de España y Santa María de la Estrella, así como permitir a 
sus miembros vivir en comunidad su fe cristiana, practicar la 
oración y la caridad. Que sus miembros han de profesar la fe 
cristiana y emitir los votos seglares perpetuos de castidad, 
pobreza y obediencia. Asimismo, hay que destacar que, al 
solicitar la inscripción en el Registro de Entidades Religiosas, el 
ahora recurrido manifestó el propósito de la Orden de convertirse 
en un lugar de encuentro ecuménico para todos los cristianos con 
sincera vocación mariana, pertenezcan o no a la Iglesia Católica. 
Por esa razón, subrayó su carácter no católico pues "aunque sigue 
la doctrina cristiana, la entidad religiosa cuya inscripción se 
pretende no está sujeta en su funcionamiento y organización a 
ninguna entidad superior que pueda o deba certificar el carácter 
religioso de sus fines".

La denegación acordada por la resolución impugnada en la 
instancia se apoyó en una interpretación del Real Decreto 
142/1981, de 9 de enero , sobre organización y funcionamiento 
del Registro de Entidades Religiosas según la cual es precisa, en 
casos como éste, la presentación de una certificación de la iglesia 
o confesión en la que se encuadra la entidad a inscribir sobre sus 
fines religiosos.
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SEGUNDO.- Los motivos de casación que plantea la 
Abogada del Estado son estos dos. El primero, fundado en el 
apartado c) del artículo 88.1 de la Ley de la Jurisdicción , afirma 
que la sentencia ha vulnerado el artículo 121.2 de la Ley de la 
Jurisdicción . Y el segundo, ya interpuesto por el apartado d) de 
aquél precepto, sostiene que infringe el artículo 43.4 a) de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, en la interpretación que le ha dado la jurisprudencia.

La razón por la que considera infringido el artículo 121.1 de 
la Ley reguladora es ésta: la infracción del ordenamiento jurídico 
que ha apreciado la sentencia —dictada, como se ha indicado, en 
el proceso especial previsto en sus artículos 114 y siguientes— no 
es causa de lesión de ningún derecho fundamental sino de la 
legalidad ordinaria sin relación ninguna con los derechos de esa 
naturaleza. A juicio de la recurrente, la sentencia, para estimar el 
recurso, tendría que haber analizado la legalidad de la resolución 
expresa denegatoria de la inscripción ya que únicamente si fuera 
contraria a Derecho podría haberse apreciado la vulneración del 
derecho fundamental. Y el segundo motivo sostiene que la 
interpretación que la jurisprudencia ha dado al artículo 43.4 a) de 
la Ley 30/1992 impide que por silencio se obtenga lo que no se 
habría podido lograr por resolución expresa por no ser conforme 
al ordenamiento jurídico. En este caso, nos dice la recurrente que 
no procedía la inscripción automática de una entidad que carece 
de los requisitos para acceder al Registro de Entidades Religiosas.

El Ministerio Fiscal propugna la estimación del primero de 
ellos y la devolución de las actuaciones a la Sala de instancia. A 
su entender, efectivamente, la sentencia ha dado la razón al Sr. 
Alejo basándose en un argumento de legalidad ordinaria sin tener 
en cuenta la naturaleza del proceso seguido por lo que basta con 
estimar el primer motivo, anularla y devolver las actuaciones a la 
Sección Tercera de la Sala de la Audiencia Nacional para que 
examine el fondo del pleito, esto es si se produjo la vulneración 
del derecho fundamental invocado.
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Por su parte, el Sr. Alejo se ha opuesto a los indicados 
motivos. Resalta sobre el primero la relación entre la denegación 
de la inscripción y el derecho a la libertad religiosa, recordando 
que la Orden Religiosa Santa María de España reunía los 
requisitos exigidos para su inscripción y que la sentencia sí 
advierte esa conexión del mismo modo que reconoce que la 
actuación administrativa ha infringido ese derecho fundamental. 
Sobre el segundo, destaca que la Abogada del Estado no haya 
negado la aplicabilidad del silencio positivo al caso, recuerda que 
a otras entidades se les ha dado lo que se negó en este caso y, en 
fin, que la inscripción pretendida es conforme al ordenamiento 
jurídico.

TERCERO .- El recurso de casación ha de ser desestimado 
porque no apreciamos las infracciones que atribuye a la sentencia. 
En efecto, no infringe el artículo 121.2 de la Ley de la 
Jurisdicción porque enlaza la ilegalidad que aprecia con el 
derecho fundamental a la libertad religiosa alegado por el 
recurrente en la instancia.

Así, recuerda el significado que, según la sentencia 46/2001 
del Tribunal Constitucional, tiene la inscripción en el Registro de 
Entidades Religiosas, su conexión con las concretas 
manifestaciones de la libertad religiosa y el alcance de la función 
registral: la mera constatación de que la entidad solicitante no se 
encuentra entre las excluidas por el artículo 3.2 de la Ley 
Orgánica de Libertad Religiosa y que las actividades que 
pretende realizar no atenían al ejercicio por los demás de sus 
derechos fundamentales ni son contrarias al orden público. 
Recuerda, además, que el artículo 4.2 del Real Decreto 142/1981 
dice que la inscripción sólo podrá denegarse cuando no se 
acrediten los requisitos que exige su artículo 3 . Se trata de los 
siguientes: denominación, domicilio, fines religiosos, régimen de 
funcionamiento y organización y, potestativamente, la relación de 
representantes. Y, también, para las entidades asociativas 
constituidas en el ordenamiento de las iglesias y confesiones, ese
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precepto exige certificación del órgano superior en España de las 
mismas sobre el cumplimiento del requisito de los fines 
religiosos. Igualmente, hemos de indicar que ese Real Decreto 
142/1981, distingue en su artículo 2, a efectos de inscripción, 
cuatro tipos de entidades: a) las iglesias o confesiones; b) las 
órdenes, congregaciones e institutos religiosos; c) las entidades 
asociativas religiosas constituidas como tales en el ámbito de una 
iglesia o confesión; y d) las federaciones de las anteriores. Y que 
sólo para las del apartado c) se exige el certificado de la iglesia o 
confesión en que se integre, precisamente el exigido a la Orden 
Religiosa Santa María de España y cuya falta determinó la 
denegación de la inscripción.

Pues bien, volviendo a la sentencia, nos encontramos con 
que, antes de resolver sobre las pretensiones del Sr. Alejo , dice 
lo siguiente:

"En el caso de autos, como ya hemos visto, la inscripción 
de la entidad religiosa guarda relación directa con el ejercicio del 
derecho fundamental acogido en el artículo 16.1 de la CE y por 
tanto las cuestiones de legalidad ordinaria que incidan en 
mantener la procedencia de la inscripción denegada no son ajenas 
a su ámbito e independientes del derecho fundamental cuya 
concreta vulneración se defiende".

El paso siguiente que da es el de comprobar que en el 
procedimiento seguido no está excluida la aplicación del silencio 
positivo —extremo que la Abogada del Estado no cuestiona— y 
que transcurrió el plazo de seis meses fijado en el Real Decreto 
1879/1994, de 16 de septiembre , por el que se aprueban 
determinadas normas procedimentales en materia de Justicia e 
Interior, sin que se hubiera notificado resolución expresa, 
extremo tampoco cuestionado por la Abogada del Estado. Y 
concluye diciendo:

"Conviene señalar que el contenido de la petición de 
inscripción en el Registro de Entidades Religiosas formulada en 
su día, era acorde con la finalidad y con el procedimiento que el 
ordenamiento tiene establecido al efecto y que si la
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Administración entendió, como entiende, que la recurrente no 
reunía los requisitos que como entidad religiosa "menor" le 
impone el art. 2 del RD 142/1981, así lo debía haber resuelto 
expresamente y notificado en el plazo legal, en este caso, seis 
meses. Es evidente que no concurre en este caso ninguna de las 
excepciones al silencio positivo que al efecto marca el artículo 
43.2 de la LRJ-PAC 30/1992 . Por tanto, una vez producido los 
efectos positivos del silencio administrativo la resolución expresa 
posterior sólo podía dictarse en sentido confirmatorio del mismo, 
lo que no respeta la resolución aquí recurrida".

La conclusión que cabe extraer de lo expuesto es que la 
sentencia atribuye a la ilegalidad consistente en denegar por 
resolución expresa la inscripción a la que ya se había adquirido 
derecho por silencio positivo el efecto de lesionar el derecho 
fundamental a la libertad religiosa ya que esa inscripción, en 
cuanto implica el reconocimiento de la personalidad jurídica, 
además de proyectarse en el ámbito interno de la entidad 
afectada, se extiende al externo al facilitar las concretas 
manifestaciones que en el ejercicio de su libertad religiosa 
realicen sus miembros. Como bien dice el escrito de interposición 
al desarrollar el segundo motivo de casación, el acceso al 
Registro de Entidades Religiosas comporta la atribución de los 
derechos que el Estado les reconoce, lo que supone admitir lo que 
antes se ha rechazado, pues la denegación de la inscripción 
impide que la Orden mencionada disfrute de ellos. Por lo demás, 
no debe pasarse por alto que, entre los contenidos del derecho a la 
libertad religiosa que explícita el artículo 2.1 d) de la Ley 
Orgánica 7/1980 se encuentra el de asociarse para desarrollar 
comunitariamente actividades religiosas. En realidad, sólo desde 
un planteamiento formal en extremo y poco acorde con el 
principio de interpretación más favorable a la efectividad de los 
derechos fundamentales se puede sostener que la actuación 
administrativa impugnada se circunscribe exclusivamente al 
ámbito de la legalidad ordinaria sin incidir en el derecho 
fundamental invocado.
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CUARTO.- Por lo que hace al segundo motivo de casación, 
no nos dice la Abogada del Estado en qué consiste ese obstáculo 
que impediría lograr por silencio lo que no se puede obtener por 
resolución expresa.

Y, sin embargo, el debate sobre ese extremo se planteó 
desde el primer momento, ya que la tesis mantenida por el Sr. 
Alejo descansa en la premisa de que a las entidades religiosas 
contempladas en el apartado b) del artículo 2 del Real Decreto 
142/1981 no les es exigible la certificación de la iglesia o 
confesión que sí se pide a las del apartado c) de ese mismo 
precepto o sea a las que surjan en el seno de esas iglesias o 
confesiones. Inexigibilidad relacionada en este caso con el hecho 
de que la Orden Religiosa Santa María de España se crea 
extramuros de la Iglesia Católica, por lo que —ha argumentado el 
ahora recurrido— no tiene sentido que se le pida que ésta última 
certifique los fines religiosos que persigue. Invocado, por tanto, el 
derecho fundamental a la libertad religiosa con una 
argumentación que no puede tacharse de irrazonable, para que el 
motivo pudiera prosperar la Administración tendría que habernos 
explicado por qué la tesis defendida por el Sr. Alejo carece de 
apoyo en el ordenamiento jurídico. De otro modo, queda vacío de 
contenido. Es cierto que la resolución recurrida decía y, así se 
recogía en la contestación a la demanda, que una interpretación 
doctrinal engloba bajo la denominación "entidades menores" a los 
tipos enunciados en los apartados b) y c) del artículo 2 del Real 
Decreto 142/1981 por entender que las órdenes, congregaciones e 
institutos, deben existir en el seno de iglesias y confesiones al 
igual que las entidades asociativas creadas en el seno de éstas y 
que, por eso, el Registro viene exigiendo el certificado a todas 
ellas. Ahora bien, en la misma resolución denegatoria se reconoce 
la existencia de una excepción y el ahora recurrido menciona 
otras que no han sido negadas. Además, esa argumentación no se 
ajusta al tenor literal de la disposición aplicada que expresamente 
limita el requisito del que hablamos al supuesto del apartado c) 
del artículo 2 citado.
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En estas condiciones, entiende la Sala que, para hacer valer 
la jurisprudencia invocada, el recurso debería haber aportado una 
explicación suficiente de por qué, en efecto, en las condiciones 
dichas no cabe la inscripción discutida, en lugar de limitarse a 
decir que no cumplía los requisitos.

FALLAMOS

Que no ha lugar al recurso de casación n° 6446/2009, 
interpuesto por el Abogado del Estado contra la sentencia dictada 
el 8 de octubre de 2009 por la Sección Tercera de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional y recaída 
en el recurso 1/2009 , e imponemos a la parte recurrente las 
costas del recurso de casación en los términos señalados en el 
último de los fundamentos.

Educación para la Ciudadanía
Desde finales de 2010 se han dictado, por parte del Tribunal 

Supremo, más de dos centenares de sentencias sobre objeción de 
conciencia a la asignatura de “Educación para la Ciudadanía”. 
Nos ha parecido que carecía de sentido reseñarlas en esta crónica, 
toda vez que en todas ellas el fallo se fundamenta, y no varía, en 
las Sentencias del Tribunal Supremo de 11 de febrero de 20 094. 
Por si alguien tuviera interés, se le informa que dichas sentencias 
corresponden a las secciones 4a y 7a de la Sala de lo Contencioso- 
administrativo.

4 Véase Laicidad y  Libertades. Escritos Jurídicos. Núm. 9. Vol II. Crónicas y 
recensiones, pág. 343-370
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